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(Sin corregir) 


Señor Representante Tabaré Hackenbruch Legnani. 


MIEMBROS: Señores Representantes Juan José Bentancor, Pablo Iturralde Viñas, Ivonne Passada y 


Jorge Pozzi. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señor Representante Jorge Orrico. 


INVITADOS: Por ANP, su Vicepresidente, Capitán de Navío (r) Gastón Silbermann; doctor Edgardo 


Amoza, Director del Departamento Jurídico de la ANP; doctora María José Panizza, 
asesora en la Vicepresidencia de la ANP, y el señor Edison Peña, Subjefe del Puerto de 
Montevideo. 


Por la empresa Nordex SA: señores Ernesto Soler y Luis Radmilovich, acompañados por 
el doctor Gonzalo Irrazábal. 


Por la FUS-AFCASMU: señores Jorge Bermúdez, Ana Ferreira y Rodrigo Ponce de León 
(FUS), y Luis Laxalt, Cecilia Miller, Víctor Rodríguez, Stella Ibáñez y Lilián Bogado 
(AFCASMU). 


SEÑOR PRESIDENTE (Hackenbruch Legnani).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el agrado de recibir a una delegación de la Administración 
Nacional de Puertos, integrada por el Capitán de Navío Gastón Silbermann, Vicepresidente; el doctor 
Edgardo Amoza, Director del Departamento Jurídico; la doctora María José Panizza, asesora en la 
Vicepresidencia, y el señor Edison Peña, Subjefe del Puerto de Montevideo. 


El motivo de la invitación obedece a algunos planteamientos realizados por algunos trabajadores de la pesca 
que sienten que hay situaciones de discriminación porque solo se permite ingresar a las personas afiliadas al 
sindicato y no a aquellos que, si bien trabajan en la pesca, no se encuentran afiliados al sindicato. 


También estuvieron presentes representantes de la Prefectura Nacional Naval, quienes manifestaron que es la 
Administración Nacional de Puertos el organismo que entrega los códigos de ingreso al circuito o de acceso a 
la página web, y ese fue el motivo de la convocatoria, es decir, saber cuál es la versión de la Administración. 


SEÑOR SILBERMANN.- Soy Capitán de Navío, retirado, Vicepresidente de la ANP, y si bien el señor 
Presidente ha mencionado a quienes me acompañan en el día de hoy, quisiera reiterar sus nombres: a 
mi derecha se encuentra el doctor Edgardo Amoza, Jefe del Departamento Jurídico; a su derecha se 
encuentra la doctora María José Panizza, asesora en la Vicepresidencia, y a mi izquierda el señor 
Edison Peña, Subjefe y Oficial de Seguridad del Puerto de Montevideo. 


Disponemos de las versiones taquigráficas, y estamos al tanto del tema planteado. 


En una de las versiones taquigráficas el Prefecto Nacional Naval hace una exposición muy explícita y 
detallada. Creo que lo más adecuado sería comenzar a hablar a partir de ese planteamiento. No obstante, en 
forma sintética quiero decir que las normas de seguridad que rigen para todos los puertos del país, pero en 
particular para el de Montevideo que es al que estamos haciendo referencia son consecuencia de lo sucedido 
con las Torres Gemelas, y se aplica en todas partes del mundo. 


Como medida de seguridad, la Organización Marítima Internacional determinó que todos los países suscritos 
a dicha institución debían aplicar lo que se ha dado en llamar Código de Protección a los Buques y a las 
Instalaciones Portuarias, PBIP. 


Este Código es de 2004 y nuestro país, que se ha suscrito, lo pone en práctica. El Gobierno determina que la 
que debe desarrollar y controlar este Código de seguridad debe ser la autoridad marítima, es decir, la 
Prefectura Nacional Naval, en este caso en particular, la Prefectura de Montevideo. En esto también participa 
la Administración Nacional de Puertos y la Dirección Nacional de Aduanas, que son las tres instituciones 
estatales con jurisdicción sobre el Puerto de Montevideo. 


El Código PBIP establece las medidas de seguridad desde todo punto de vista aplicables a las terminales 
portuarias y a los recintos portuarios en lo que tiene que ver con la seguridad de infraestructura, de los 
buques, de la operativa y del personal. 


Como consecuencia de esto, una Comisión integrada por representantes de estas tres instituciones presenta el 
Plan de Seguridad de Montevideo. O sea: los puertos deben realizar un plan de protección, que una vez 
aprobado por la autoridad marítima, expiden los certificados correspondientes. El hecho de que el Puerto de 
Montevideo tenga los certificados correspondientes para las normas de seguridad, tal como establece el 
Código PBIP, ofrece seguridad para que las distintas líneas navieras de transporte marítimo concurran al 
Puerto de Montevideo sin ninguna limitación relativa a la seguridad, que sí existe en algunos puertos de otras 
latitudes, en países que no están suscritos a la Organización Marítima Internacional. 


A partir de la aprobación el Código PBIP y el Plan de Protección Portuaria se comienza a regular y a 
controlar el acceso de todas las personas que pretenden ingresar al recinto portuario de Montevideo. El Plan 
de Protección establece que podrán ingresar todos aquellos que tengan algún cometido que realizar dentro del 
Puerto de Montevideo, por ejemplo que vayan a desempeñar tareas o por otras razones. A partir de ese 
momento, quienes pretendan ingresar al Puerto deben demostrar su finalidad de ingreso. Es así que la gente 
de mar, oficiales o marinos, disponen de una libreta de embarque y de un carné de gente de mar. Hasta ese 


entonces, todos los marinos que disponían de este carné, que era otorgado por la Prefectura Nacional Naval, 
podían ingresar al recinto portuario. 


El día 2 de marzo de 2005, la Dirección de Marina Mercante, que depende de la Prefectura Nacional Naval, 
envió una nota al señor Jefe de la Asesoría Letrada de la Prefectura Nacional Naval, que dice: "Solicito 
asesoramiento técnico jurídico interpretativo con respecto al Convenio relativo a los documentos nacionales 
de la Gente de Mar, CONVENIO 108 del 29/4-14/5 de 1958 de la OIT aprobado por la Ley 14.112 del 30 de 
abril de 1973.- a) Si dicho convenio autoriza al que muestra el documento a ingresar al Puerto de Montevideo 
en cualquier condición, esté embarcado y enrolado en un buque o no.-" Y se le pregunta al Jefe de la Asesoría 
Letrada lo siguiente. "b) Si dicho convenio" el de la OIT "solo autoriza a ingresar a Puerto de Montevideo a 
la Gente de Mar que se encuentra con el buque a muelle y enrolado en el mismo". Espero que esté claro y se 
haya interpretado, de lo contrario puedo volver a leerlo. 


La respuesta de la Asesoría Letrada de la Prefectura Nacional Naval fue la que voy a leer a continuación. 
Dice textualmente: "Sr. Director Registral y de Marina Mercante.- Tengo el agrado de dirigirme a usted con 
respecto a la c/s enviada solicitando asesoramiento técnico jurídico acerca del Convenio N* 108 de OIT 
'Documento de Identidad de la Gente de Mar'.- Dicho Convenio establece las condiciones de ingreso de un 
marino portador del documento de identidad de la gente de mar.- En respuesta a a) el Convenio establece que 
solo puede ingresar a puerto el portador de un documento de identidad de la gente de mar solo cuando este 
tenga por fin una licencia temporal en tierra por el tiempo que dure la escala del buque.- b) El Convenio solo 
autoriza a ingresar a puerto cuando el buque se encuentra a muelle y la persona se halla enrolada en el 
mismo. Cabe aclarar que el convenio N* 108 se aplica a la entrada a puerto de un marino nacional o 
extranjero que llegue con su buque al mismo.- No existe norma que se aplique a la entrada a puerto desde 
tierra de una persona con documento de identidad de gente de mar cuando el buque que se encuentra 
enrolado no se encuentra en puerto o cuando quiere ingresar a puerto y no se halla enrolado en ningún 
buque". 


A partir del año 2005 estas tres instituciones: la Dirección de Aduanas, la Prefectura de Montevideo y la 
Administración Nacional de Puertos, mantienen una fluida relación y reuniones de coordinación regulares. 
Una vez que sale este dictamen de la Asesoría Letrada de la Prefectura Nacional Naval se vuelve necesario 
buscar una solución. La norma prevista por la OIT establece que pueden tener ingreso a los puertos las 
empresas que estén debidamente registradas y que tengan una misión que cumplir dentro del Puerto de 
Montevideo. Con respecto a las empresas, esto queda muy claro. Son empresas que están debidamente 
registradas y que tienen un fin determinado que cumplir. Pero ocurre que no solo el personal de empresas 
tiene necesidad de entrar al Puerto de Montevideo. Existe otro tipo de trabajadores que, no integrando una 
empresas, también tienen necesidad de acceder al Puerto de Montevideo. Esto se tuvo en cuenta y la 
Administración Nacional de Puertos implementó un sistema similar al de las empresas, con asociaciones u 
organizaciones cuyos integrantes justificaran el acceso al puerto. Es así que por una analogía con respecto a 
las empresas, la Administración Nacional de Puertos entendió que una asociación civil puede solicitar 
permisos para ingresar al puerto, bajo su responsabilidad. A partir de ese momento, pueden hacerlo una serie 
de organizaciones. Damos una lista en la que, antes de llegar al SUNTMA, figuran por ejemplo la Sociedad 
de Prácticos del Puerto de Montevideo ocasionalmente puede hacerlo otra corporación, que es la Sociedad de 
Prácticos de Río; actualmente están partiendo del Puerto del Buceo, pero hubo una instancia en que esta 
Sociedad, que no es la misma que la de Prácticos del Puerto de Montevideo, salía también de este Puerto; 
AIGU, Asociación de Intérpretes y Guías del Uruguay, vinculados al turismo de cruceros, que es una 
actividad en crecimiento que tiene lugar durante cinco o seis meses al año; el Centro de Maquinistas Navales; 
la Unión de Mozos de Cordel, que también desempeñan tareas y no son una empresa ahora tienen carácter de 
cooperativa pero esto es muy reciente; SUDEPU, Sindicato Único de Patrones de Pesca del Uruguay; y la 
UCOMAR, Unión de Capitanes y Oficiales del Transporte Marítimo. 


Cuando esto ya estaba puesto en práctica se presentaron ante la Administración Nacional de Puertos los 
dirigentes del Sindicato de Trabajadores del Mar y Afines, es decir, el SUNTMA. El SUNTMA nos planteó la 
misma problemática: la existencia de personal con carné de gente de mar que no puede acceder al recinto 
portuario. ¿Qué es lo que ocurre? Que en la práctica, la patronal pesquera no tiene el cien por ciento de 
tripulantes efectivos permanentes en sus buques; es decir que cuando un buque se está por hacer a la mar en 
el muelle Mántaras, que es donde atraca la flota pesquera nacional, se puede generar alguna vacante por el 
motivo que sea por falta de algún tripulante, por desembarco de alguno o por enfermedad y, en ese muelle, el 
patrón del buque o el contramaestre eligen al sustituto entre aquellos pescadores que estén presentes, y los 


eligen mirando. Por ello fue considerada la petición que plantea el SUNTMA ante la Dirección Nacional de 
Puertos y se emplea el mismo mecanismo que anteriormente se había aplicado a esas otras organizaciones o 
asociaciones civiles, facilitándoles el ingreso a puerto. O sea que aplica el mismo mecanismo para que esos 
marinos con carné de gente de mar que pretenden embarcar en buques pesqueros puedan tener llegada al 
muelle Mántaras, que es donde los buques pesqueros seleccionan al personal suplente. 


Creo que con esto doy respuesta a la interrogante que estaba planteada. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Creo que ha sido claro y contundente en el tema. ¿Usted conoce los 
antecedentes en profundidad? 


SEÑOR SILBERMANN.- He leído las versiones taquigráficas que nos remitieron, tanto la 
correspondiente al Subsecretario de Defensa Nacional y el Prefecto Nacional Naval, por un lado, como 
de la comparecencia de los denunciantes, por otro. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- En realidad la situación que se plantea es bastante parecida a la que 
usted señalaba que se exponían los trabajadores del SUNTMA. Se trata de algunos trabajadores que 
han tenido ciertas dificultades con el sindicato que yo al menos desconozco cuáles son, que han sido 
expulsados o se han retirado voluntariamente del sindicato y, según algunos documentos que nos 
trajeron, han tenido problemas para embarcarse, ya que a pesar de haber logrado que los embarcaran, 
a pedido del sindicato cesó su contrato, y si bien fueron indemnizados de la forma debida, se ha 
atentado contra su libertad de trabajo. 


Lo que me pareció en ese caso particular fue que se estaba violando la libertad sindical, que tiene una faceta 
positiva y una negativa, en el sentido de que toda persona tiene derecho a sindicalizarse esta es la positiva, 
pero también y es la negativa le asiste derecho a no hacerlo. De manera que nos parece que todo trabajador 
que cumpla con los requisitos previstos en el Convenio N* 108 de la OIT y que tenga los documentos de mar 
y los antecedentes, está debidamente autorizado para presentarse a solicitar trabajo, y creo que ese el caso de 
algunos de los que se presentaron aquí, que estaban en condiciones de solicitar trabajo y que, naturalmente, 
no pueden hacerlo desde el otro lado de la barrera, desde la cual no les permiten ingresar. 


Es cierto que hay una serie de dificultades vinculadas a la seguridad, todas ellas muy entendibles, pero no 
estoy demasiado seguro en cuanto a si el documento de gente de mar no basta por sí mismo o si habría que 
chequearlo de alguna manera. De todos modos, creo que no deberíamos centrar el tema ahí. Por lo menos lo 
que a mí me interesa es no hacer de esto una dificultad mayor empezando a cuestionar si los documentos que 
se reclaman son los adecuados, sino solucionar la situación de un puñado de personas; o no tan puñado ya 
que, según dicen ellos, son bastante más que eso, pero como es un gremio en el cual tienen bastantes 
conflictos internos algunas de las personas que han tenido esta dificultad no quisieron presentarse. 


A nosotros nos pareció que la vía era hacer las consultas, tanto formal como informalmente. Recuerdo haber 
hecho la primera consulta al señor Debali fue en la conmemoración de la fecha patria del día 25 de agosto 
acerca de cuáles eran los mecanismos y, en paralelo, formulé otra al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, donde se radicó una denuncia planteando un problema de libertad sindical relacionado con lo que 
señalaba anteriormente. Este expediente se ha tramitado. No sé si la Administración Nacional de Puertos lo 
conoce. Yo tengo una resolución primaria, firmada por la Inspectora Narducci, según la cual se continúa 
dando lugar al planteo. 


En los últimos días estuve de licencia en la Cámara y, al volver, he visto algunos documentos que han venido 
apareciendo vinculados a un carné especial que se concede a los miembros del SUNTMA. No cuestiono esto 
especialmente; no conozco los motivos por los cuales se concede este carné al SUNTMA, pero tampoco 
estoy afirmando que esté mal. Sí digo que en tanto hay trabajadores que están en el SUNTMA y otros que no 
lo están, no veo por qué debe hacerse una diferencia, otorgando un carné solo a quienes están afiliados para 
que puedan entrar a solicitar trabajo, con lo cual quienes no están afiliados no pueden entrar a conseguir 
trabajo, que es la situación que se plantea. 


Entonces, quisiera saber cuáles son los motivos por los cuales se concede este carné y, si es posible, buscar 
algún mecanismo para que aquellas personas que no están afiliadas al SUNTMA puedan tener un carné para 
acceder al muelle que mencionó el señor Silbermamn a fin de solicitar trabajo. El objetivo es solucionar una 


situación vinculada a un problema de libertad sindical cuyo trámite se está llevando a cabo en el Ministerio 
que es el encargado de controlar la vigencia de los Convenios N* 87 y 98, que son básicamente los que rigen 
en este tema, que ya se está haciendo bastante larga para los trabajadores, que vienen arrastrándola hace seis 
o siete meses; inclusive les costó venir acá. Cabe señalar que si ellos cruzaran a la Argentina o fueran a otro 
puerto del exterior podrían entrar con el carné del Convenio N* 108; sin embargo, no pueden hacerlo en el 
Puerto Nacional. 


Si no podemos encontrar una solución, continuaremos el trámite ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, ya que estamos dando a los trabajadores el apoyo necesario para llevar adelante este asunto. Habrá 
que recomendarles la creación de un nuevo sindicato, se tendrán que presentar y solicitar que se les conceda 
un carné en tanto miembros del nuevo sindicato. No sé si es ese el camino. Yo quisiera que fuera un camino 
en el que se cumpliera con las libertades sindicales en todas sus facetas, facilitando, por consiguiente, la 
manera de que estas personas puedan trabajar. 


SEÑOR POZZI.- Creo que quedó claro lo que el Capitán de Navío Silbermann planteó en cuanto a que 
no es solamente al SUNTMA que se habilita como asociación civil, perfectamente legalizada, con 
personería jurídica a emitir carnés a sus afiliados para entrar al puerto, sino que hay otros sindicatos 
con las mismas características, organizaciones civiles o empresas que también tienen esa posibilidad en 
lo que refiere a sus empleados o a quienes ellos determinen. 


El expediente que estaba manejando recién con el señor Diputado Iturralde tiene que ver con otra cosa, que 
es la decisión de la asamblea del SUNTMA de no embarcarse en barcos donde determinada gente se embarca 
o en bajarse de los barcos donde determinada gente se embarca. Eso es otra cosa, va por otro lado y no es el 
tema al cual yo quería hacer referencia hoy. Lo que sí quedó claro en la reunión pasada, a la que concurrieron 
el Prefecto y el Subsecretario de Defensa Nacional, es que el SUNTMA no ejerce un poder de veto para 
entrar al puerto, sino que simplemente habilita a sus afiliados a hacerlo, como cualquier club que da derecho 
a sus socios y no a los que no lo son, porque no pueden. 


El otro día propusimos al Prefecto y al Subsecretario aunque no tenían potestades para resolver una cosa de 
esas que tal vez la solución que habría para esta gente que no está afiliada al SUNTMA y no tiene posibilidad 
de conseguir carné en ninguna empresa no sé por qué razón, pero no la tiene y, de hecho, no puede entrar al 
puerto para buscar trabajo, que es como efectivamente se consigue muchas veces, según dijo el Capitán de 
Navío Silbermann es que aquella gente de mar que esté registrada en el Registro de Personal de la Marina 
Mercante eso lo lleva la Prefectura ordenadamente tenga derecho a tener el carné habilitante para entrar al 
Puerto de Montevideo, más allá de los que expida el SUNTMA o el Centro de Maquinistas Navales, que 
también tiene su gente en ese Registro, si es que eso no atenta contra las normas de seguridad o algo por el 
estilo. La solución puede ser que la gente que no está afiliada al Centro de Maquinistas Navales, al SUNTMA 
o alguna organización que le permita entrar al puerto, pero que figura en el Registro de Personal de la Marina 
Mercante por alguna razón acreditó ser gente de mar y está en el Registro pueda tener su carné habilitante 
para entrar al puerto si esto no atenta contra las medidas de seguridad y demás, que deberá renovar en tiempo 
y forma, al igual que el resto de los habilitados; en ese momento se verá si sigue estando dentro del Registro 
de Personal de la Marina Mercante y se le concederá o no el carné. Esa podría ser una solución; ya se la 
propusimos al Prefecto y al Subsecretario y, hoy, la volvemos a plantear. No sabemos si se trata de algo 
posible o no. Creemos que por este camino se podría solucionar el problema de la entrada de la gente de mar 
al puerto de Montevideo para conseguir trabajo. 


También hay otros temas a considerar, pero no están hoy en discusión y no tienen que ver con este problema 
específico. 


SEÑOR BENTANCOR.- Queremos agradecer la presencia de las autoridades portuarias y de sus 
asesores. 


Creo que aquí hay dos tipos de situaciones. Una de ellas tiene que ver con la información que se nos ha 
brindado que ha sido muy clara en cuanto a los criterios que se adoptan para otorgar el carné de seguridad, 
que se adecua a las normas internacionales y a los requerimientos de seguridad vigentes hoy día. 


En esto se superpone una cuestión de carácter sindical que exime al Directorio del Puerto de toda discusión. 
Me refiero a que la discusión de cómo son estas cosas corresponde a la esfera sindical. 


Como se ha dicho, es cierto que todo el mundo tiene derecho a sindicalizarse. Asimismo, un sindicato tiene 
derecho a afiliar a quien considere que reúne las características requeridas por dicha organización. Pero, a su 
vez, el trabajador que no es afiliado por un sindicato tiene libertad de sindicalizarse en cualquier otra 
organización, la cual también podría solicitar un documento, en la medida en que tenga la personería jurídica 
habilitante, que tampoco es difícil de conseguir en este momento. 


Me parece que en este caso se dan determinados juegos entre trabajadores por conseguir trabajos, que 
siempre son escasos. Esto no solo se da en este país, sino que sucede en muchas partes del mundo, en las que 
los sindicatos tienen un enorme poder sobre este tipo de situaciones. 


Tengo la impresión de que la habilitación solamente a través de la libreta de navegación podría dar lugar a 
miles de autorizaciones. 


Además, debemos tener en cuenta que hoy en día el Puerto no tiene nada que ver con lo que era hace unas 
décadas, cuando miles y miles de trabajadores deambulaban dicho en el mejor de los sentidos en búsqueda de 
su oportunidad, y las características de la carga eran totalmente distintas. Hoy día esto está técnicamente 
acotado para bien o para mal y, por lo tanto, hay que cumplir los requisitos internacionales previstos. 


Me gustaría que el señor Vicepresidente de la Administración Nacional de Puertos quien tiene experiencia en 
este sentido hiciera referencia, si es posible, a la forma en que funcionan otros puertos en el mundo en cuanto 
a la autorización a los sindicatos. De esta manera, quizá podríamos visualizar conjuntamente no tiene por qué 
ser hoy algún mecanismo que facilite el hecho de que algunos trabajadores puedan enrolarse en determinados 
buques. 


Por otra parte, creo que el otro día quedó bien expresado no toda la actividad que se realiza en el Puerto, no 
toda la actividad naviera, tiene que contratarse al pie del buque. Existen agencias que tienen poder de 
contratación fuera del Puerto, por lo que el individuo tendría la autorización de la empresa correspondiente. 


Pienso que este fenómeno está acotado a las organizaciones que se han planteado a la pesca por excelencia; 
más allá de que puedan existir armadores que trabajan para esta forma de producción, la oportunidad se da 
cada vez que el barco se hace a la mar. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Voy a referirme a un tema que me quedó pendiente y a hacer una 
consulta. 


Por un lado, quisiera saber si existe alguna norma por la cual, además del carné de mar, se reclama otro tipo 
de autorización para ingresar al Puerto. 


Por otro, pregunto al señor Diputado Bentancor si lo que está planteando es que puedan ingresar los que son 
afiliados y no puedan ingresar los que no lo son. 


SEÑOR BENTANCOR.- Abogo por la máxima libertad posible, pero creo que hay cierto orden. Hay 
sindicatos que están legítimamente constituidos, que pueden o no albergar a trabajadores que tienen 
todo el derecho de entrar al puerto. Yo no estoy promoviendo la creación y la atomización de los 
sindicatos en una rama de actividad, pero si los trabajadores no tienen acceso al sindicato, alguna 
razón habrá; no tengo por qué compartirla y, además, no la conozco. 


Entonces, la otra vía que se me ocurre es que, como estos trabajadores también tienen todo el derecho del 
mundo, pueden tener una organización diferente y presentarse con su carné. Después, los problemas que se 
puedan suscitar adentro, no los podemos evitar con o sin carné; esto es algo que trasciende esta situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¡Parece mentira lo que ha sucedido! Cuando mirábamos lo ocurrido el 11 de 
setiembre del año 2001, hubo quienes pensaron que eso no iba a producir cambios en la vida cotidiana 
de todo el mundo. ¡Qué equivocados estaban! La realidad es que una cosa tan lejana produjo coletazos 
en nuestro país. 


Quiero hacer dos reflexiones. 


Debo ser sincero y decir que al inicio tenía mis dudas con respecto a la forma de actuación de la ANP. Sin 
embargo, después de la explicación y de lo que han planteado, debo reconocer que se ha actuado de buena fe. 
De todos modos, considero que en este caso se está comiendo un error o se está violentando la libertad de 
acceso al trabajo. 


(Diálogos) 
——- Solicito a los señores Diputados que no dialoguen. 


SEÑOR ITURRALDE.- Simplemente, me interesa saber si la Administración comparte el criterio de 
que tienen prioridad para ingresar los afiliados al sindicato y que, en segundo lugar, están los no 
afiliados. Para mí esto es central y quiero que me contesten. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero: les solicito que no dialoguen. 


Sigo con mi razonamiento. Desde mi punto de vista, la Administración Nacional de Puertos ha actuado de 
buena fe. Sin embargo, se está cometiendo una injusticia. De hecho, gente que iba al Puerto a buscar trabajo, 
hoy no puede ingresar por no estar afiliado. Claramente, nuestra Constitución, nuestras normas marcan que 
esa persona tiene derecho a estar o no afiliada. Yo no digo que el integrante de un sindicato no deba tener 
carné, pero me gustaría que también lo tuvieran las personas que no están sindicalizadas ejerciendo su 
derecho porque también tendrían derecho a ingresar al Puerto para buscar trabajo. 


No tengo ninguna duda de que eso no debe ser fácil, como tampoco debe ser fácil tener la tranquilidad de que 
todos los que afilien al sindicato no quieran conspirar contra el funcionamiento del Puerto. Tampoco tiene 
seguridad la persona que genera un contrato de trabajo porque ¿cómo sabe si está contratando a un terrorista? 
Supongo que las normas de seguridad que funcionan en todos los puertos son para que mañana no haya un 
atentado en el puerto, se hunda un barco y eso pare la operativa del país por mucho tiempo, etcétera. De 
hecho, nuestro país participa en pruebas bélicas como Panamax. ¿Qué se busca con eso? La posibilidad de 
que frente a un atentado terrorista nuestras fuerzas navales puedan actuar rápidamente. Lo que estamos 
haciendo en Panamá es un simulacro de lo que nos podría suceder en el puerto; queremos estar preparados 
ante lo eventual de la realidad. 


No tengo ninguna duda de que ni el sindicato puede saber si los que están afiliándose son o no terroristas, y 
lo mismo le pasará al armador que contrata personal que hasta no es de nuestro país. De hecho, tenemos en 
discusión un proyecto de ley con relación a que el 100% de la tripulación de los barcos de bandera nacional 
sea uruguaya. 


Creo que la Administración Nacional de Puertos debería hacer un gran esfuerzo para buscar una salida para 
estas personas, que es lo que todos pretendemos. En este país ya tuvimos la desgracia de tener ciudadanos 
"A", "B", "C" y "D", y no me gustaría que los "A" fueran los que están sindicalizados y los "B" los que, con 
todo derecho, no lo están. 


SEÑOR POZZI.- Quiero dejar una constancia. 


A mi juicio, acá no hay ni hubo por parte de la Administración una decisión tomada expresamente para que 
los no afiliados a un sindicato no pudieran entrar al Puerto. Hubo una decisión de parte de la Administración 
para que un sindicato con personería jurídica claramente establecida y que en la vida nacional funciona en 
igualdad de condiciones que empresas, otros sindicatos y otras organizaciones legalmente establecidas que 
también hacen su vida dentro del Puerto de Montevideo permitiera ingresar al Puerto a sus afiliados. 


Hasta hace unos días, cuando hablé personalmente con los trabajadores, no escuché nunca que se planteara 
un problema para ingresar al Puerto con el fin de buscar trabajo por no estar afiliado a un sindicato. Quizás 
ese problema ninguno lo vio hasta que se vino a plantear acá. 


Hay ánimo para buscar soluciones, pero quiero dejar establecido como dije el otro día que no existe un veto 
del SUNTMA, de la ANP ni del Gobierno para que los no afiliados a un sindicato no entren al Puerto de 


Montevideo. De hecho, debe haber muchos no afiliados que ingresan al Puerto. Estoy seguro de que en el 
Puerto no están afiliados a sindicatos el 100% de los trabajadores, pero ingresan igualmente porque sus 
empresas u organización lo autorizan, porque son despachantes de aduana, porque son empleados de los 
despachantes de aduana, etcétera. 


Nuestra voluntad junto con la de los invitados es encontrar una solución a un problema que hasta ahora no 
habíamos detectado o que no se nos había planteado con esta magnitud. Acá ya se han planteado soluciones y 
las autoridades del Puerto me dirán si se pueden instrumentar porque no sé si se corresponden con las normas 
de seguridad. De todos modos, considero que a la gente que vive de eso no se le puede bloquear la 
posibilidad de conseguir trabajo en las agencias o dentro del Puerto. 


Finalmente, reitero: no hay un veto para entrar al Puerto de Montevideo por no ser afiliado al sindicato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al principio, yo creía que había una disposición directa de la ANP respecto 
del sindicato. Después de la explicación, me quedó claro que no era así. Sin embargo, se está dando una 
injusticia involuntaria. 


Recuerdo la posición de un constitucionalista que me dijo que la diferencia entre los gobiernos democráticos 
y los dictatoriales es que las inconstitucionalidades o las violaciones a la ley se pueden arreglar. Todos 
estamos de acuerdo en buscar una solución para una situación que no pretendía la Administración Nacional 
de Puertos, pero es lo que se está dando. De hecho, hay personas que quieren trabajar, pero que por el hecho 
de no estar sindicalizadas no pueden ingresar al Puerto. 


SEÑOR SILBERMANN.- Voy a comenzar por el final porque es lo sustancial. De todos modos, me 
interesa mucho hacer un breve desarrollo de cada uno de los puntos que se fueron planteando. 


Quiero empezar por el final porque somos conscientes de que existe un vacío que hay que resolver, aunque 
hasta el presente no se nos había planteado al Directorio o a las máximas autoridades a nivel de áreas o 
gerencias. No estamos en conocimiento por lo menos yo no lo estoy del trámite que se está sustanciando a 
nivel del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si quiere, le podemos entregar una fotocopia. 


SEÑOR SILBERMANN.- Le agradezco. Nosotros también vamos a entregar fotocopias de nuestro 
material. 


Quiero decirles que cuando el SUNTMA nos plantea la necesidad de que gente de mar con su respectivo 
carné pueda tener acceso al lugar para poder conseguir un trabajo, a nosotros no nos interesa quién integra la 
nómina y si están o no afiliados. Digo esto porque en la nómina podría haber gente que no estuviese afiliada 
al sindicato. 


Con la medida que se implementó en su momento, queremos que una empresa o que una asociación civil se 
haga responsable de la nómina de los trabajadores que presenta en esa lista. 


A estas empresas u organizaciones civiles, luego de ser reconocidas por la ANP, se les otorga una clave y 
tienen acceso a la página web. A dicha página web tiene acceso la Administración Nacional de Puertos, la 
Prefectura Nacional Naval y la Dirección Nacional de Aduanas. En una primera instancia, el listado lo recibe 
la Administración Nacional de Puertos, que es la dueña de la página web. Si la ANP no objeta ese listado, la 
Prefectura Nacional Naval que tiene poder de veto, al igual que la Dirección Nacional de Aduanas queda 
habilitada para extender el carné de acceso a Puerto. Se trata de otro carné, otorgado por la autoridad 
marítima, en este caso, la Prefectura de Montevideo. 


Las empresas u organizaciones civiles que introducen este listado en la página web se hacen responsables del 
personal, como lo dije antes. Cuando ocurre algún incidente o se comete algún delito por parte de alguno de 
los integrantes de las nóminas remitidas por las empresas u organizaciones civiles, la Administración 
Nacional de Puertos puede aplicar su Reglamento de Sanciones de la Administración Nacional de Puertos 
Relacionado con el PBIP. Dicho reglamento fue aprobado por Resolución de Directorio de fecha 9 de 


noviembre de 2005. Su artículo 6 dice lo siguiente: "Régimen sancionatorio general. El marco normativo 
general relativo a la potestad sancionatoria de la Administración y/o Autoridad Portuaria en lo que refiere a la 
organización y funcionamiento de los puertos, se reputarán conocido y aceptado.- Sin perjuicio que los 
regímenes sancionatorios están comprendidos en la normativa general vigente, este reglamento referido 
expresamente al Código PBIP, supone una extensión de dicha regulación para su efectiva implementación". Y 
continúa con lo referido a acceso de personas, vehículos y carga a las instalaciones portuarias, cuyo artículo 7 
expresa: "Carné portuario. Obligación de su uso y exhibición. El carné portuario constituye un documento de 
identificación personal de uso obligatorio.- El uso y exhibición permanente del documento vigente por los 
usuarios, clientes, y toda persona física, es preceptivo en todos los casos, desde el ingreso hasta el egreso en 
los puertos bajo la jurisdicción de la ANP en que se haya dispuesto su utilización.- El incumplimiento de 
dicha obligación, o uso indebido de dicho documento dará lugar a la imposición del régimen de sanciones 
previsto en el artículo N* 14". 


Todo esto está en plena vigencia. Como estamos hablando del caso particular del SUNTMA, tengo aquí, 
lógicamente en forma sintetizada, dos acciones que ha tomado la Administración Nacional de Puertos con 
respecto al SUNTMA, vinculadas a personal que integró las nóminas remitidas y que cometió algunos actos 
que fueron sancionados; en este momento no tengo claro si se trató de algún delito cometido dentro del 
Puerto. Uno de los expedientes es de fecha 24 de julio de 2006; se trata de una sanción al SUNTMA por uso 
indebido de permisos de ingreso, y el otro es el expediente 072036, de 26 de diciembre de 2007, que refiere a 
un incidente de protección vinculado al buque Dorneda, en el que intervino personal de SUNTMA. Quiere 
decir que, al igual que con cualquier otra empresa, cuando el personal comete algún acto o delito por el cual 
es sancionado e interviene la autoridad marítima, la Prefectura, esto es comunicado a la Administración 
Nacional de Puertos, la que actúa en consecuencia, en función del plan de protección portuaria y de su 
reglamento de disciplina, aprobado por Resolución del Directorio. 


En cuanto al carné de gente de mar, ya hicimos referencia al dictamen de la Asesoría Jurídica: no es elemento 
suficiente para extender el carné de acceso al Puerto ni lo sustituye. Tendremos que volver sobre este punto; 
pediremos a la Comisión responsable del plan de seguridad del Puerto que haga una revisión sobre este tema. 


El señor Diputado Bentancor preguntaba qué sucede en otros puertos. Nuestro Puerto de Montevideo es muy 
particular, con características totalmente diferentes a las de otros puertos. Sobre las características del Puerto 
actual estamos actuando y avanzando. Nuestro Puerto de Montevideo, en un perímetro de 7.000 metros, en 
90 hectáreas, tiene una terminal especializada de contenedores; otra terminal de contenedores no 
especializada; la base de la Armada; una terminal de pasajeros; muelles públicos para la operativa de 
transporte marítimo comercial; un área de servicios de lanchas, de prácticos, de remolcadores; otra área 
donde están los servicios de la propia Administración Nacional de Puertos; un muelle atestado de pesqueros 
de ultramar dentro del propio recinto portuario y otro muelle pesquero donde atraca la flota pesquera 
nacional. Además, dentro del recinto portuario también hay dos diques de Tsakos y una zona que está 
prácticamente anegada e inutilizada por ahora. De manera que en un muy pequeño espacio, en una corta 
extensión, hay una multiplicidad de actividades. A todo ello hay que sumarle la de los operadores portuarios, 
que son los que están en la carga los que manejan grúas, guinches, camiones y contenedores, y los 
despachantes. Hay 13.000 personas registradas para entrar al Puerto, y en el año se han otorgado 123.000 
permisos; quien tiene un permiso y trabaja en el Puerto ingresa varias veces. 


Quiero citar, solo como una cifra de referencia, que la cantidad de pescadores que ingresa es nada más que un 
5% del personal. 


Volviendo a la pregunta del señor Diputado Bentancor, quiero decir que debido a la multiplicidad de 
actividades y a la cantidad de personas que deben ingresar al Puerto lo hacen diferente a otros puertos. Es 
como si hubiera una cantidad de terminales portuarias y cada uno debiera tener sus propias medidas de 
seguridad. De hecho, cada buque, cada empresa, tiene un OPIP, un oficial de seguridad, que es controlado por 
la autoridad marítima. En base a esos oficiales de seguridad que tiene cada empresa, cada buque, la autoridad 
marítima nacional, que a su vez es representante de la OMI Organización Marítima Internacional, otorga 
certificados que son reconocidos internacionalmente. 


No quiero pasar el aviso, pero no tengo más remedio que hacerlo: los pesqueros se van a ir, porque sale el 
llamado a licitación para construir una terminal pesquera fuera del recinto portuario. Quiere decir que dentro 
de un año y medio o dos años, cuando esté pronta la Terminal Capurro, todos los buques de pesca irán a esa 


terminal; entonces, la situación va a cambiar, pero mientras tanto hay que encontrar solución al problema que 
está planteado. Al puerto Capurro también se le van a destinar otras actividades; está previsto destinar la 
mayor extensión de muelles del puerto para la actividad marítima comercial de ultramar, lo cual va a atenuar 
la problemática planteada. 


Por sobre todas las cosas, quiero resaltar que tratamos de aplicar de la mejor manera posible el Plan de 
Protección para que la seguridad que existe en el Puerto de Montevideo, a pesar de todo lo que expresaba 
antes la multiplicidad de actividades y la cantidad de gente que debe actuar, sea reconocida y se lo considere 
como un puerto seguro. De hecho, lo es, y tiene su prestigio. La Comisión que actúa sobre el Plan de 
Protección tiene que seguir siendo exigente; no obstante reconocemos que hay un vacío. 


También quiero resaltar, una vez más, que nosotros desconocemos, y no nos interesa saber, si el personal que 
integra la nómina que nos presenta el SUNTMA está afiliado o no. A la Administración Nacional de Puertos 
se le plantea una problemática que reconocemos: los trabajadores que desempeñan tareas en el puerto deben 
tener facilidad para acceder allí. Con respecto a la gente que ha hecho la denuncia, debo decir que a la 
Dirección de la Administración Nacional de Puertos no le han planteado la problemática, pero estamos 
dispuestos a analizarla para encontrar una solución. 


SEÑOR AMOZA.- Con respecto a la pregunta que se hizo sobre la norma jurídica, quiero decir que 
básicamente la ley marco es la Ley N” 16.246, Ley de Puertos, que establece el régimen de puerto libre, 
lo cual quiere decir que el recinto portuario es aduanero. Esto significa que no es territorio aduanero, 
lo que lleva a que los controles sean más estrictos, es decir que no hay libre ingreso de entradas y 
salidas. En cuanto al carné de acceso al Puerto, el artículo 41 del Decreto N” 445/94 es el que establece 
el procedimiento de emisión, etcétera. No sé si la pregunta refería concretamente a esto. 


SEÑOR ITURRALDE.- Quiero hacer algunas precisiones. Creo que la exposición de la Administración 
ha sido bastante clara y celebro la voluntad manifestada en cuanto a solucionar el problema, que es lo 
que queremos. 


Voy a precisar algo en particular porque quiero que me quede absolutamente claro. Tengo el carné de gente 
del mar, de un señor que se llama Juan Carlos Fross Macedo, en el cual la Prefectura Nacional Naval y la 
Dirección General de Marina Mercante le dicen que es competente en supervivencia en el mar, en lucha 
contra incendios, en primeros auxilios, en seguridad personal y responsabilidades sociales. Este señor no 
puede entrar al Puerto con este carné, lo que debe hacer es agregar un carné de afiliación al SUNTMA y, 
entonces, sí puede entrar. 


SEÑOR SILBERMANN.- No puedo contestar esto porque, como dije anteriormente, el SUNTMA nos 
envía una nómina con nombres de personas de las que se hace responsable, y yo no sé si los que 
integran esa nómina están afiliados o no al SUNTMA. 


SEÑOR ITURRALDE.-- ¿Si estuviera en la lista del SUNTMA sí podría entrar al Puerto? 


SEÑOR SILBERMANN.- Si estuviera en la lista del SUNTMA o de cualquier empresa que desarrolla 
actividades dentro del Puerto o de cualquier organización civil, aunque no sea una empresa comercial; 
por ejemplo, hablamos de los mozos de cordel y de los prácticos; inclusive, hay empresas que han 
gestionado permisos para que quienes venden comida puedan ingresar a venderla a sus empleados. Es 
decir que las autorizaciones van a la nómina de aquellas empresas u organizaciones civiles que se 
hacen responsables por el personal que presentan o que ingresan en esa página "web" que controla la 
Administración Nacional de Puertos 


SEÑOR ITURRALDE.- Si este señor se presenta y dice: "Tengo el carné de gente del mar y quiero 
ingresar al Puerto a los efectos de solicitar trabajo en los buques que están parados allí", ¿puede 
hacerlo o necesita que una organización lo autorice? ¿No tiene el derecho de ingresar individualmente 
a solicitar trabajo? 


SEÑOR SILBERMANN.- No. Tiene que haber una organización civil con personería jurídica que se 
haga responsable. Así lo establece el Reglamento aprobado por el Directorio, como consecuencia del 
Plan de Protección sobre el cual actúan las tres instituciones estatales. 


Si una persona tiene habilitado el carné de gente de mar es porque ha cumplido con todos los cursos que 
exige la Organización Marítima Internacional y está habilitado a navegar como marino, a ser embarcado. 
Pero, de acuerdo con lo establecido en el dictamen del Asesor Jurídico de la Prefectura, no es suficiente con 
tener el carné de gente de mar para ingresar al Puerto; tendría que estar empleado o figurar en la nómina de 
alguna empresa pesquera o de alguna de estas organizaciones civiles con personería jurídica debidamente 
registradas en la Administración Nacional de Puertos. 


SEÑOR ITURRALDE.- No alcanza con la presentación de la documentación, no alcanza con 
demostrar que se tiene conocimiento del oficio, no existe un registro en el que individualmente pueda 
inscribirse para decir: "Tengo el carné, por lo cual solicito ingresar". No puede hacerlo; debe contar 
con una organización intermedia que garantice. Eso me resulta clarísimamente inconstitucional. Esta 
es mi opinión. 


SEÑOR POZZI.- Todos hemos dejado claro lo que pensamos, pero ahora quiero que se específique 
mejor algo que se mencionó antes. El doctor Amoza dijo que el Decreto N” 445/94 es el que regula la 
obtención del carné de ingreso al Puerto. ¿Esto es así? 


SEÑOR AMOZA.- El artículo 41 del Decreto N” 455/94 establece: "Acceso de personas a los recintos 
aduaneros portuarios.- Las personas que entren o salgan del exclave aduanero, deberán portar consigo 
y exhibir a las autoridades, a su requerimiento, los pases que los habiliten para ello, con las 
autorizaciones preceptivas, de acuerdo con la reglamentación de la Ley de Puertos y sus normas 
complementarias (...)". Después explica el procedimiento; por ejemplo, se dice: "Sus objetos personales 
estarán sujetos, en cualquier caso, a inspección aduanera". Esto refiere un poco a lo que explicaba en 
cuanto a qué es un recinto aduanero, que está fuera del territorio nacional. Más adelante, dice el 
Decreto: "Las personas que deban acceder con asiduidad a los exclaves aduaneros portuarios y no 
tengan su centro de trabajo en los mismos, podrán obtener permisos especiales para ello, previa la 
comprobación y aceptación del motivo de ingreso, por la Administración Portuaria, quien dará 
conocimiento a la DNA.- Ambos órganos presentarán conformidad inmediata a estas peticiones, 
cuando estén justificadas por el trabajo de los solicitantes y no concurran en ellos circunstancias de 
impedimento por sanciones portuarias o ilícitos aduaneros reiterados". 


Después, en otro párrafo, este Decreto dice: "Las empresas serán responsables de la petición y devolución de 
los pases de su personal, cuando hayan cesado las causas que motiven el acceso del mismo a los exclaves 
aduaneros portuarios". También hay una reglamentación en cuanto a cómo acceden los pasajeros, a la 
terminal de pasajeros, al personal que trabaja en la carga y demás. Cada una de las actividades está 
contemplada. 


En realidad, este es un Decreto bastante extenso que regula los distintos supuestos de accesos al recinto 
portuario de los trabajadores y de las personas. 


SEÑOR POZZI.- Me gustaría que nos dejaran ese material para que se incluya en la versión 
taquigráfica. 


Entonces, queda claro que, más allá de que existe un dictamen jurídico de la Prefectura que solamente 
posibilita la obtención del carné a través de organizaciones intermediarias, tal como decía el señor Diputado 
Iturralde, hoy surge un problema que no había aparecido por lo menos yo no lo tenía presente, y creo que 
ninguno de quienes estamos acá tenía conocimiento al respecto hasta hace cuatro meses, que nos motiva a 
buscar otra chance para encontrar una solución. Hay un problema planteado relativo a personas que quieren 
conseguir trabajo, pero la única forma de conseguirlo es estando en el muelle. Esta realidad la conocemos 
quienes estamos en el ambiente y sabemos cómo es. El no poder acceder al Puerto implica dificultades para 
conseguir trabajo. 


Me quedo con esa precisión que hacía el señor Vicepresidente del organismo en el sentido de que van a tratar 
de buscar una solución a este problema. Seguramente, en lo demás, nos vamos a poner de acuerdo, aunque 
cada uno tiene su posición al respecto. 


Afortunadamente, ese Decreto ayuda a comprender cómo se pensó todo esto en el año 1994, Hoy aparece un 
problema nuevo, que no lo teníamos presente, y vamos a tratar de encontrarle una solución. 


SEÑOR ITURRALDE.- Agradezco la voluntad como decía el compañero Pozzi, y estoy seguro de que 
vamos a encontrar una solución a este tema. Lo que particularmente me resulta chocante y me rechina 
es que se afecte el derecho al trabajo, que es un derecho individual, más allá del hecho de pertenecer o 
no a una asociación. El cumplir con los requisitos para poder desempeñar determinada tarea y tener 
los conocimientos de un oficio en sí mismo habilita. Me parece que la Administración debería habilitar 
los mecanismos pertinentes para que una persona que no tiene antecedentes, que no ha realizado nada 
malo, si quiere ingresar al Puerto para buscar trabajo, individualmente pueda hacerlo. No tenemos por 
qué decir que va a ser garantía el sindicato, Montecom o Shandy; simplemente se trata de que yo, 
como un ciudadano que cumple con los requisitos para poder trabajar en el mar, pueda solicitar que se 
me permita acceder para pedir un trabajo, ya que es parte de mi derecho individual. Con esto no estoy 
diciendo que la intención con la cual se ha concretado esto fue excluir a las otras personas. Pero hay 
una realidad: quien cumple determinados requisitos y no está afiliado a un sindicato, no puede 
ingresar, mientras que la persona que es incluida en un listado del sindicato, sí puede hacerlo. 
Entonces, hay una discriminación que no es correcta y que desde el punto de vista jurídico no se 
justifica. 


Agradezco muchísimo vuestra presencia; sé de la voluntad que tienen de solucionar este asunto. 


SEÑORA PASSADA.- No me manifesté al respecto porque me sentí representada en las preguntas que 
plantearon tanto el señor Diputado Bentancor como el señor Diputado Pozzi. 


En primer lugar, me pongo a pensar como un ciudadano común. Con ese criterio, también el técnico sanitario 
tendría derecho a entrar al Puerto a conseguir trabajo. Asimismo, estaría en condiciones de hacerlo la 
cocinera que egresó del curso de la UTU. Yo soy docente, tengo el título, y no se me ocurre que, porque 
tengo el título de docente y estoy capacitada para trabajar, pueda ir al Liceo N* 15 a ver si faltan profesores 
para conseguir trabajo. Creo que hay un principio real, que está dentro del contexto de lo que está planteando 
la Administración, y otro, quizás, sea el de no compartir el criterio que aquí se plantea. Pero insisto: hay 
principios que hacen a la realidad. 


Quiero que conste en la versión taquigráfica que el planteo es satisfactorio y que hay intención de buscar una 
solución a futuro para esta situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una consulta por desconocimiento; el señor Diputado Pozzi 
tiene bastante más conocimiento que yo. 


Cuando la gente va a buscar trabajo al Puerto para embarcarse este tema fundamentalmente refiere a los 
buques pesqueros, supongo que en su mayoría de bandera nacional, ¿van exclusivamente al muelle Mantras o 
hay otro muelle? Estoy pensando en una solución. Quizás puede haber gente que tenga permiso para acceder 
solamente a ese lugar del Puerto, que es en el que efectivamente el patrón de pesca elige a quién va a ser el 
suplente. ¿Hay otros muelles en los que también se aplica la misma dinámica y eso podría complicar la 
situación? 


SEÑOR SILBERMANN.- Después que ingresó al puerto tiene libertad para movilizarse. Las áreas de 
atraque de los pesqueros están prácticamente centradas: la flota de pesqueros nacionales está en el 
muelle Mantras, cerca de la entrada por Colombia. Pero hay otra zona en la que hay alrededor de 
cincuenta pesqueros de distintas nacionalidades uruguayos también, a la cual igualmente pueden 
concurrir los pescadores para tratar de conseguir trabajo. Allí hay un lote de pesqueros de altura de la 
flota uruguaya. Eventualmente, los pesqueros cuando operan en la carga o en la descarga, atracan en 
cualquier lugar libre que haya en los muelles del Puerto. Es decir, una vez que están dentro del Puerto, 
tienen libertad de movilizarse por cualquier muelle. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que todos ustedes se llevan la sensación de que hay una clara voluntad 
por parte de los integrantes de esta Comisión en cuanto a tratar de buscar una solución para esas 
personas. Desde mi punto de vista, la Administración Nacional de Puertos a hecho una correcta 
aplicación de las normas. Como ha dicho el señor Silbermann, esta Administración ha ido 
desarrollando normas de seguridad que, claramente, generan distorsión e injusticias. 


El planteo de todos los integrantes de la Comisión refiere a buscar mecanismos para que no existan esas 
injusticias. 


Agradecemos mucho vuestra presencia y la paciencia que han tenido en la mañana de hoy. 
(Se retiran de Sala las autoridades de la Administración Nacional de Puertos) 
(Ingresa a sala una delegación de la empresa Nordex S.A.) 


——— Esta Comisión tiene mucho gusto en recibir a los integrantes de la delegación de la empresa Nordex 
S.A., integrada por los señores Ernesto Soler y Luis Radmilovich y el doctor Gonzalo Irrazábal. La 
convocatoria se debe a la solicitud de la propia empresa, realizada a través de una carta del 13 de octubre de 
2008, planteada a los efectos de referirse a una serie de denuncias que realizó el sindicato de la empresa en 
esta Comisión. 


SEÑOR SOLER.- En primer lugar, queremos agradecer que nos hayan recibido. 


Nuestra presencia se debe a que en la sesión del 1” de octubre de 2008, a la que concurrió una delegación de 
trabajadores integrada por la señora Colombo y por los señores Gordiola y Lorenzo, fueron aludidas y 
cuestionadas las empresas Nordex S.A., Somil y Nortel respecto a una serie de puntos, por lo que 
entendemos necesario expresar nuestra posición y nuestro punto de vista. 


Ante que nada, quiero poner en conocimiento de la Comisión la actividad de estas empresas. 


Nordex S.A. es una empresa que se funda en 1962 y está dedicada a la fabricación de automóviles y 
vehículos automotores; es decir, que ya tiene 46 años de actividad. Su capital es enteramente nacional y tiene 
un 91% de su producción volcada a la exportación y un 9% al mercado local. Cuenta con un personal 
constituido por 170 personas, de la cuales únicamente dos están afiliadas al UNTMRA; hay 128 personas que 
tienen un sindicato propio que no está afiliado al UNTMRA y hay 40 funcionarios mensuales. En lo que va 
de enero a setiembre, la empresa ha pagado $ 26:000.000 por concepto de remuneraciones, $ 2:200.000 por 
15.000 horas extras y por otros beneficios como tiques de alimentación y presentismo, $ 3:000.000. En el 
período mencionado ha pagado un total de $ 32:000.000. También en ese período ha perdido de trabajar 
2.730 horas en total, es decir, un 54% de todo el tiempo trabajado. La categorización en todos los casos es 
superior al laudo vigente y al sindicato de la empresa se le otorgan y pagan absolutamente todas las horas 
establecidas por la ley de fueros sindicales. Eso es lo que corresponde a Nordex S.A. 


Somil es una empresa fundada en 1994, con un capital 50% nacional y 50% extranjero, que se dedica a la 
fabricación de asientos y autopartes. Está en un 80% dedicada a la exportación y en un 20% a la plaza local. 
Cuenta con 128 funcionarios, de los cuales 79 están afiliados al UNTMRA, 29 no lo están y 20 son 
funcionarios mensuales. Esta empresa pagó del 1” de enero al 30 de setiembre $ 12:800.000 por concepto de 
horas normales, $ 1:160.000 por 11.025 horas extra y $ 1:280.000 por concepto de tiques alimentación, 
totalizando $ 15:209.000 en ese período. 


Las horas perdidas durante el período fueron 9.138, por un monto de $ 462.000. La categorización es igual al 
laudo o sea, lo respeta, y el fuero sindical se paga. 


La tercera empresa, que es Nortel, fue fundada en el año 1979. Es una vieja planta de Fiat situada en Pan de 
Azúcar, que en el año 1979 se compra a esa empresa. Trabaja ininterrumpidamente desde 1979 como Nortel. 
Es una empresa de capital nacional. Se dedica a la fabricación de autopartes. Produce el 5% para exportación 
y el 95% para plaza, es decir que su producción es inversamente proporcional a la de las otras dos empresas, 
que mayoritariamente están dedicadas a la exportación y minoritariamente a plaza. Tiene un total de 72 
personas, de las cuales 38 están afiliadas al UNTMRA, 26 no están afiliadas al UNTMRA y tienen su propio 


sindicato, y 7 son mensuales. Hemos pagado retribuciones en Pan de Azúcar por $ 8:700.000 y también se 
han perdido en Nortel 2.756 horas, que representan $ 130.000 de salarios no percibidos por los trabajadores. 
La categorización es igual al laudo; no se paga por debajo del laudo; se paga el mismo que en Montevideo. Y 
también se paga el fuero sindical. 


Con esto estoy dando una pequeña semblanza de estas tres empresas que fueron las aludidas durante la 
disertación del 1” de octubre de 2008. El señor Radmilovich y el doctor Irrazábal van a trasladar 
determinados hechos sucedidos durante este último tiempo, que a juicio de la Dirección de Nortel, de Somil y 
de Nordex no contemplan dos aspectos que para las empresas y todos los uruguayos son fundamentales, 
como son la pluralidad de pensamiento o sea, que cada uno pueda pensar de acuerdo con su mejor entender y 
saber y la libertad de trabajo, es decir, que cada uno pueda actuar en función de su pensamiento y si entiende 
que tiene que trabajar, que lo haga. Eso es lo que las empresas, ya sea Nordex, Somil o Nortel, han tratado de 
preservar fundamentalmente: que haya pluralidad de pensamiento y libertad de trabajo. 


En el desarrollo que se hace en la visita del día 1? de octubre también se nos cuestiona, fundamentalmente a 
quien habla y al doctor Irrazábal, como personas que no cumplen con las reglamentaciones sindicales y que, 
en muchos aspectos, tienen comportamientos que no son atinentes a la libertad de pensamiento y de trabajo. 
Me gustaría que el señor Radmilovich, que es nuestro Gerente de Relaciones Humanas en Nordex y Nortel, y 
asesor en Somil, estableciera, frente a algunas de las afirmaciones realizadas en esa reunión, cuál es nuestra 
versión de los hechos, que en muchos casos está atestiguada a través de actas notariales, con lugar, fecha y 
testigos ciertos. 


SEÑOR RADMILOVICH.- En función de las manifestaciones que mencionó el señor Soler con 
respecto a esa sesión del 1” de octubre, nos vimos en la obligación de concurrir a este mismo ámbito, 
que fue donde se plantearon, a discrepar con muchos de los puntos que en la versión taquigráfica se 
establecen en las personas de Colombo, Lorenzo y Gordiola. Las mismas están tan alejadas de la 
realidad que no vimos mejor camino que este que estamos haciendo, de establecer claramente nuestro 
punto de vista en el lugar donde se dijeron las cosas. 


En esas afirmaciones se dijo que se han incumplido normas relativas al derecho de los trabajadores y a su 
sindicalización, y eso es absolutamente falso. ¿Por qué? Porque en todas las empresas que se referencian 
existen sindicatos y también hay reuniones bipartitas con una frecuencia semanal. 


Se dijo también que para nosotros la mejor organización sindical es la que no existe. Eso también es falso, 
porque en la historias de las empresas siempre hubo un sindicato de representación de los trabajadores. 


Se expresó asimismo que hasta el día de hoy citando textualmente la versión taquigráfica que se nos hizo 
llegar el señor Soler no ha cumplido absolutamente nada. Esto también se aleja de la realidad porque no ha 
habido ningún pronunciamiento al respecto que pueda manifestar por sí solo un incumplimiento. 


Además, manifestaron que el señor Soler había dicho que quien se afiliara al sindicato metalúrgico, la 
UNTMRA, se quedaría sin trabajo. Eso también es falso, porque de esa manera no se explicaría que en las 
empresas haya afiliados a la UNTMRA desde hace años, que aún hoy se encuentran trabajando. 


Asimismo, se dijo, haciéndose referencia al señor Lorenzo, que luego de un año y medio siendo técnico en 
cataforesis, se puso en su lugar a dos trabajadores. Además de la falsedad de lo expuesto, queremos 
establecer que el señor Lorenzo nunca fue técnico en cataforesis; sí desempeñaba funciones en el sector de 
cataforesis, pero no de carácter técnico. Prueba de ello es que ingresó hace un año y medio en mantenimiento 
de la parte externa a la planta, por lo cual menuda carrera sería que en un año y medio se transformara en 
técnico en una planta de cataforesis, con todo lo que significa unan planta de última tecnología. 


También se menciona acá que ese lugar lo ocupan dos trabajadores. Esa tarea es para un solo trabajador, por 
lo tanto, no son dos los trabajadores que la están desempeñando, sino uno. 


Además, se ha dicho que a este mismo trabajador se lo ha sacado de su puesto de trabajo, lo cual también se 
aleja de la realidad, porque la empresa acordó el cambio de horario con el propio trabajador con la finalidad 
de que pudiera ejercer su actividad sindical en el zonal correspondiente. 


Asimismo, se hace referencia a que no se quiere pagar a los trabajadores la licencia sindical, y esta es una de 
las afirmaciones que más se alejan de la realidad de todas las expuestas, porque la licencia sindical se paga de 
acuerdo con los laudos vigentes y no solamente en Nordex, sino en todas las empresas que aquí se 
mencionan. 


También se dijo que la empresa, el señor Soler, envió a los trabajadores de la Comisión Interna en la 
camioneta de la empresa y en horario de trabajo a la empresa Nortel. Esto es falso; de alguna manera, se 
utiliza algo que en realidad sucedió, pero los hechos no son como aquí se estableció. 


Quiero aclarar que la empresa no participó de la ida del sindicato de Nordex a la planta de Nortel. La misma 
se realizó por propia voluntad y fue motivada por un comunicado agraviante de la UNTMRA. Ellos 
entendieron conveniente ir a hablar con el sindicato de Nortel para manifestarles las realidades de lo que 
establecía la nota. 


Asimismo, es importante manifestar que dichas horas fueron comunicadas por el sindicato como horas 
sindicales las cuales les pertenecen y fueron pagadas como tales. 


Por otra parte, se dice algo que entendemos que es bastante grave. Comentan que la Comisión Interna "no fue 
elegida por los trabajadores sino hecha a su imagen y semejanza". Se dijo: "él bajó a la planta diciendo: 
"Fulanito y Menganito van a estar en la Comisión"". Esta es una absoluta falsedad porque el sindicato fue 
elegido por los propios trabajadores; fue elegido en asamblea según documentación que recibimos, en la cual 
no hubo participación de ningún tipo de representantes de la empresa. 


También se dice que la empresa atenta contra todos los derechos de los trabajadores y los derechos a nivel 
jurídico que existen en este país. Este concepto también es falso porque la empresa cumple con todos los 
derechos de los trabajadores, sean o no afiliados a la UNTMRA. Sí defiende a ultranza y lo va a seguir 
haciendo el derecho a la libertad del trabajo, que también está consagrado en la Constitución. 


Se dijo que el señor Soler no gustaba de la organización sindical y que nunca le gustó. Esto también es falso. 
Además, este no es un tema de gustos; simplemente, se trata de establecer un hecho y una realidad que pueda 
por sí sola demostrar esa situación. Si así fuera, no habría un programa como el que existe hoy en las 
empresas con reuniones bipartitas y de frecuencia semanal, en las que hay un diálogo claro y directo ni 
tampoco un paquete de beneficios y contemplaciones con todo el personal, independientemente de su 
condición de afiliado o no a la UNTMRA. Los señores Lorenzo y Gordiola han sido partícipes de esas 
situaciones. 


Se dice en esa versión taquigráfica que hasta el doctor Irrazabal que está a mi lado les mentía, diciendo que 
en la planta había otro sindicato. En realidad, no se miente, porque eso sí es absolutamente verdad: hay un 
sindicato que es autónomo; tal vez ese sea su pecado. Existe desde hace dieciséis años y con él se negocia y 
se han acordado distintos convenios a lo largo de todos estos años. Además, se encuentra registrado en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, con la acreditación que recibimos N* 886. 


Asimismo, preguntan: "¿qué pasa con las horas sindicales que la organización como tal firma frente al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y a las Cámaras empresariales?". Dicen: "El convenio colectivo que 
firmamos establece que debemos tener determinadas horas sindicales y nosotros las tenemos que hacer 
cumplir". Esa es una realidad. Lo que no está de acuerdo con los hechos y con la realidad es que la empresa 
sí las respeta y las paga. La empresa no incumple ningún convenio o acuerdo. Nuestra rama de actividad está 
comprendida en el Grupo N* 8, Subgrupo N* 04. La cantidad de horas sindicales se determina de acuerdo al 
número de trabajadores de la empresa. En el caso de Nordex S.A., contamos con una plantilla de 170 
empleados, por lo que, según lo establecido en ese laudo, el sindicato tendría 50 horas al mes para 
usufructuar en el uso del fuero sindical o de licencia sindical. Cabe aclarar que el sindicato las viene 
utilizando en forma permanente en los últimos meses. Tanto es así que de manera formal, por escrito, 
comunican a la empresa la utilización de esas horas y nosotros las pagamos en función de esa 
documentación. 


También dicen que el señor Soler ha hecho lo que quiere dentro de la planta con la organización sindical y 
con el conjunto de los trabajadores, y que sistemáticamente los lleva a asamblea en la planta. Este es un error 
importante y una falsedad absoluta. La empresa no lleva a nadie a asamblea. Además, no podría hacerlo; no 


sería algo lógico. Las asambleas son convocadas por el sindicato y representan un ámbito libre de decisión de 
los trabajadores que la empresa respeta y ha respetado siempre en todos sus términos. 


Durante el mes de julio fue un caso excepcional; queremos mencionar cómo se dieron las cosas el personal, 
en asamblea insisto: no convocada por la empresa ni por el señor Soler sino por los trabajadores, solicitó la 
comparecencia de representantes de la empresa porque quería manifestar el grado de representación sindical, 
que hasta ese momento había sido cuestionado. Ante la presencia nuestra insisto que por convocatoria de los 
trabajadores, éste fue unánime, excepto por dos funcionarios: precisamente, los señores Gordiola y Lorenzo. 


Además, es importante destacar que se confunde la realización de reuniones informativas con el personal con 
la participación en asambleas; estos conceptos son totalmente disímiles y alejados. Las reuniones 
informativas se han dado con el fin y el objetivo de poder establecer la dirección de la empresa, los proyectos 
que puedan venir y situaciones a nivel general. Las asambleas no son un ámbito en el cual la empresa pueda 
participar y, de hecho, no participa. 


En la visita del 1* de octubre también se menciona que en marzo de 2007, al aproximarse una certificación 
muy importante, la empresa requirió cierto vínculo organizativo de los trabajadores, llamó urgentemente a las 
personas que habían cesado sus actividades como representantes de los jornaleros y les solicitó que se 
organizaran y se encargaran de eso. Esto tiene varias connotaciones que lo establecen como un aspecto falso 
y como un comentario que no reviste ninguna realidad. Me refiero a que ningún proceso de certificación 
requiere la necesidad imperiosa de que exista un sindicato. Por lo tanto, en ese entonces la empresa no 
necesitaba tener un sindicato. Obviamente, sí requería de un funcionamiento operativo ordenado y un 
compromiso de todo el personal de Nordex; eso es así. De todos modos, en ningún momento Nordex estuvo 
sin sindicato; este siempre estuvo en funciones. En los casos de elección de nuevos delegados los hubo, 
siempre se mantuvo un interlocutor entre los delegados entrantes y los salientes. 


Con respecto a las ocupaciones informadas y lideradas a través del UNTMRA en varias de las empresas de la 
rama, el señor Lorenzo dijo: "[...] en Nordex S.A. estuvimos al borde de que se nos achacara un mal paso que 
podría haber ensuciado la movilización de la UNTMRA a nivel nacional". Por su parte, el señor Gordiola 
comentó: "[...] no queríamos que por la situación de Nordex S.A. la cosa se ensuciara". Los hechos van a 
demostrar que esto no se ajusta a la realidad de lo que pasó. En Nordex S.A. sí hubo consecuencias por las 
medidas adoptadas, contrariamente a lo que dicen estas dos personas. Días previos al anuncio de la 
UNTMRA recordemos que lo hizo con un mes, un mes y medio de anticipación, el señor Gordiola y algunos 
integrantes del Comité de Base de Somil, empezaron a decir que iban a ocupar Nordex de cualquier manera, 
por la fuerza si era necesario. Esta situación ante la preocupación del sindicato llevó a que los trabajadores 
eso nos manifiestan tristemente decidieran no trabajar el 24 de setiembre, perdiendo dichas horas y rehusando 
el cobro del jornal para evitar insultos, agresiones físicas y demás situaciones como las que habían vivido en 
anteriores oportunidades. Lamentablemente, al día siguiente o sea, el 25 de setiembre todo el personal de 
Nordex jornaleros, mensuales tuvo que soportar la presencia de más de cien trabajadores ajenos a la empresa, 
identificados con la UNTMRA y liderados por Abdala, que impidieron su acceso normal, amedrentándolos y 
realizando todo tipo de agravios referentes a nuestro personal en la calle de acceso a la planta. De no ser por 
las previsiones y por las denuncias realizadas por la empresa en su momento, la situación hubiese pasado a 
mayores. Hicimos las denuncias para evitar males mayores y no para impedir o generar un ámbito diferente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Dónde hicieron las denuncias? 


SEÑOR RADMILOVICH.- Las hicimos en las Comisarías y ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. 


SEÑOR SOLER.- La hicimos ante el Jefe de Policía de Montevideo, Inspector Caballero. 


SEÑOR RADMILOVICH.- También hay un comentario del señor Gordiola, quien dice que en Nordex 
este es un comentario bastante jocoso, precisamente por la situación que se estaba atravesando, no 
hubo ocupación a efectos de evitar cualquier tipo de problemas. En este caso queremos establecer que 
no hubo contemplaciones con respecto a ninguna situación. Lo concreto es que no se llevó a cabo una 
ocupación en Nordex porque los únicos trabajadores afínes con la medida eran solamente dos: los 
señores Gordiola y Lorenzo. 


En esto también incidió el comunicado a la población del señor Presidente de la República, doctor Tabaré 
Vázquez, y del señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, señor Eduardo Bonomi, que decía que las 
ocupaciones podían estar dadas únicamente por personal propio de las empresas y no por personal ajeno. 
Además, se aclaraba que si se concretaba lo último, la fuerzas del orden quedarían habilitadas para actuar en 
consecuencia. Entendemos que ese comunicado contribuyó a que no se concretara esa ocupación, que no era 
precisamente para evaluar la situación actual de Nordex. 


Este es un resumen de los hechos, con aspectos falsos y conceptos que no son como se vertieron el 1” de 
octubre en esta Sala. Entendimos que este era el mejor lugar para aclarar los hechos. 


SEÑOR IRRAZÁBAL.- Quiero hacer solo una acotación porque ha quedado bien claro cuál es la 
visión de la empresa y cuáles son los hechos verdaderos y los falsos. Además, se alude a una reunión 
que mantuvimos con el Director Nacional de Trabajo, señor Baráibar. 


Aquí se acusa a la empresa de no querer tener una organización sindical, cuando es claro que la tiene en las 
tres empresas, con afiliados que trabajan aun hoy. 


Nosotros tuvimos una reunión con el Director Nacional de Trabajo y con el sindicato de la UNTMRA en la 
que se puso de manifiesto nuestra visión. Tenemos un sindicato que está firmando convenios desde hace más 
de diez años y que realiza asambleas a su propia convocatoria. Lo más importante es que en esas asambleas 
participan los delegados afiliados a la UNTMRA: son oradores y votan. No hay nadie más para legitimar una 
organización que los propios trabajadores que se oponen. Esto no es absolutamente menor y por supuesto que 
está comprobado por más de doscientas personas. Reitero: los trabajadores que tienen todo el derecho de 
afiliarse a la UNTMRA participan en las asambleas, son oradores y votan. No sabemos si han acompañado 
una u otra medida; me refiero a los señores trabajadores Gordiola y Lorenzo. 


Manifestamos al señor Baráibar cuál era la posición; le dijimos que había una organización de trabajadores 
que tenía 


como lo prevé la normativa el manejo de las horas sindicales y que era el que disponía la empresa. El señor 
Director Nacional de Trabajo nos dijo en la reunión que, ante las distintas posiciones, era conveniente que 
interviniera la Justicia. La señora Colombo dijo que no iban a recurrir a la Justicia; así quedaron planteadas 
las posiciones. 


Quería hacer referencia a esa reunión y a lo que parece ser uno de los temas centrales, es decir, la existencia 
de una organización sindical que tiene la administración de las horas sindicales y la negociación libre y 
voluntaria de los aspectos en que cree que le asiste razón en la defensa de los derechos de sus afiliados. 


SEÑORA PASSADA.- Sería bueno contar con toda la documentación. 


SEÑOR SOLER.- Voy a comentar un caso real que sucedió en Somil, que nos va a hacer reflexionar a 
todos. 


En esa empresa, dentro de los no agremiados hay una persona minusválida. Todos conocemos que estas 
personas aprovechan determinados aspectos particulares porque su propia condición los hace desarrollar otras 
capacidades. 


En el mes de julio, lo perseguían permanentemente y le hacían imposible el trabajo. En ese momento 
presentamos una denuncia en la Dirección Nacional de Trabajo. Cuando la UNTMRA pone un nivel más 
agresivo en todas sus actuaciones, empiezan a hacerle la vida más imposible y llega un momento en que se 
apersonan a este funcionario, el señor Oviedo, y le bajan la llave de la máquina que estaba operando, lo 
insultan, lo escupen y lo amenazan. Luego, el sindicato va a la Gerencia de Relaciones Humanas de la 
empresa y dicen que si el señor Oviedo sigue trabajando en la empresa, ellos no trabajan más. Para disminuir 
la tensión, el Gerente General de la empresa manda al señor Oviedo de licencia por el día a la casa. 


Como señala la información que les vamos a dejar, además del señor Oviedo, hay alrededor de dieciocho o 
veinte personas que tampoco están afiliadas a la UNTMRA. Tenemos entendido que uno de los afiliados a la 
UNTMRA bajó la llave general y estas personas no pudieron trabajar; y ahí decidieron parar durante todo el 


día. Frente a ello, la empresa decidió que esas cosas se aclararan. Entonces, se llamó a un escribano público. 
Se mandó buscar al señor Oviedo a la casa, a quien se le había dado licencia por ese día. Y cuando el señor 
Oviedo llegó, hizo lo que normalmente no se hace: el señor Oviedo dijo: "Me pasó tal cosa, Fulano me dijo 
tal cosa, Mengano me insultó, Zutano me escupió, Perengano me amenazó", dando nombres y apellidos. Y el 
escribano levantó el acta notarial. 


Luego llamamos al Jefe de Mantenimiento, quien testimonió que personal que estaba trabajando en la 
empresa había bajado la llave general, impidiendo la tarea de los empleados que querían seguir trabajando. Y 
también se levantó acta testimonial. 


Por último, citamos a los trabajadores no agremiados del turno de la mañana. Les dijimos que había un 
escribano y les preguntamos si querían testificar que habían sido agredidos, intimidados o amenazados en el 
sentido de que si trabajaban iban a tener consecuencias personales. Y así lo establecieron. 


Esas tres actas notariales fueron labradas a las dos de la tarde. 


A las tres de la tarde cité al sindicato ahí sí participé yo porque me parecía importante hacerlo y leí las actas 
notariales labradas por el escribano. 


Lo único diferente que tienen esas actas notariales es que en ellas se pierde el anonimato y la condición de 
patota. Oviedo dice: "Juan Pérez, Pedro Rodríguez, Fulano de Tal y Mengano". El Jefe de Mantenimiento 
dice que bajaron la llave, pero no identifica a la persona que lo hizo, y los diez o doce operarios del turno de 
la mañana que no están sindicalizados y que habían sido amenazados, amedrentados e impedidos de trabajar 
porque les bajaron la llave general, también declaran frente a escribano público y con testigos. 


Entonces, esas actas leídas frente al sindicato de SOMIL les produce un alto nivel de preocupación, de 
indignación y, particularmente, de molestia porque aparecen los nombres de las personas que intervinieron 
directamente. El anonimato, la sombra y el desconocimiento desaparecen: queda perfectamente documentado 
quién es el actor de cada uno de los hechos. 


Lo que me llama poderosamente la atención se lo dije directamente al sindicato es que un sindicato pida la 
destitución de un igual que yo sepa, se trata del primero en el mundo que hace esto; y ese igual es 
minusválido. ¿Por qué piden la destitución? Porque el minusválido no los banca y les dice lo que piensa. Y 
como es minusválido, no lo pueden agredir ni pueden hacer nada con él porque eso ya sería un acto de 
absoluto salvajismo. Entonces, el minusválido es odiado por todo el mundo. 


Por otra parte esto corrobora lo anterior, entre el personal no agremiado de SOMIL hay un ex convicto del 
COMCAR; en nuestra jerga es un tipo pesado. Y como tal, cuando no adhirió a las medidas del sindicato, los 
integrantes del sindicato se le apersonaron y le dijeron que no podía hacer lo que estaba haciendo. Y esta 
persona les dijo: "A mí nadie me va indicar lo que tengo o no tengo que hacer. El que me quiera indicar lo 
que tengo que hacer, que me lo indique afuera cuando terminemos el turno de trabajo". Y como todo el 
mundo sabe que estuvo en el COMCAR por homicidio y no debe ser de fácil intimidación, con esa persona 
no quieren ningún tipo de problema. 


Esta es una anécdota ilustrativa de cómo los sindicatos organizados tratan de coartar la libertad de 
pensamiento y la libertad de trabajo. Afortunadamente, en todas las empresas hay gente que está en el 
UNTMRA y gente que no. Pero los señores Lorenzo y Gordiola, que son los dos únicos operarios de 
NORDEX que pertenecen al UNTMRA, nunca tuvieron ese acoso. Trabajan libremente, no son insultados, 
no son agredidos, nadie los cuestiona, nadie les baja la llave, no se junta un grupo de diez personas para 
presionarlos; eso no sucede con ellos dos. Pero, curiosamente, con las veintinueve personas de SOMIL que 
no están agremiadas, eso sí sucede. Y con las veintiséis personas de NORTEL que tienen su propia 
agremiación, que no pertenece al UNTMRA, eso también sucede. 


Les cuento esta pequeña anécdota porque, en definitiva, las empresas tienen que asegurar a todos los 
uruguayos condiciones de libre pensamiento y de acceso al trabajo, independientemente de su manera de 
pensar. 


Para terminar, quiero referirme a una última frase que figura en la versión taquigráfica y que expresa que 
nosotros podemos tener una actitud contraria al Presidente de la República, que viajó en un vehículo 


Mahindra en la instancia de asunción del mando. 


Quiero dejar expresa constancia de que los Presidentes anteriores tuvieron esa oportunidad. Si no la 
ejercieron, fue por su decisión, pero tuvieron la oportunidad porque Nordex se la brindó. El primero que se 
animó a subirse a una "pick up", a un vehículo utilitario, en la asunción del mando fue este Presidente. 


En los últimos dieciséis meses el Presidente hizo ocho visitas al exterior con empresarios con el fin de atraer 
inversores, de vender Uruguay y de colocar productos uruguayos en mejores condiciones que las actuales. Yo 
estoy convencido de que tres empresas que nuclean más de cuatrocientos veinte trabajadores, con capital 
mayoritariamente nacional salvo el caso de SOMIL, que es 50% extranjero, es un buen ejemplo de que 
estamos alineados con la idea del Presidente actual y también del Presidente futuro, en el sentido de crear 
fuentes de trabajo para Uruguay. Lo único que realmente puede proyectar a Uruguay de una manera más 
positiva es que haya más fuentes de trabajo, que todos trabajemos y seamos más solidarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como se hizo una alusión directa a lo manifestado por este Diputado, ya que 
fui yo quien solicitó que la versión taquigráfica fuera a la Presidencia de la República porque lo que 
aquí denunciaron los trabajadores de Nordex, NORTEL y SOMIL claramente no debe estar alineado 
con las leyes que han venido desde el Poder Ejecutivo en cuanto a libertad sindical y libre asociación 
dentro de los lugares de trabajo. 


En segundo lugar, no sé si los anteriores Presidentes habrán tenido o no esa posibilidad que se señalaba; 
confío en su palabra. Lo que me queda claro es que el señor Presidente viajó en Mahindra, pero a los seis 
meses, cuando tuvo que comprar un vehículo, eligió una Toyota. Quiero que eso quede expresamente en la 
versión taquigráfica porque fue así. 


SEÑOR ORRICO.- Hay libertad de comercio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto, pero las actitudes se tienen que corresponder con lo que se 
piensa, sobre todo, las personas que consideramos que son librepensadores, palabra que se utilizó 
continuamente acá y que compartimos absolutamente. Y con la misma idea que expresaba Artigas: 
"Con libertad no ofendo ni temo", sostengo lo mismo que dije en ese momento. 


Entonces, vamos a enviar la versión taquigráfica a los mismos lugares a los que las enviamos en aquel 
momento, y agregaría también al Ministerio del Interior ya que acá se dijo que, por suerte, no hubo lío porque 
se pasó la denuncia al Jefe de Policía. 


(Murmullos) 

SEÑOR POZZI.- Yo tengo un Fiat. 

SEÑOR ORRICO.- Y yo, un Chevrolet Spark. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Yo tengo un Fiat y un Chevrolet Spark también. 
(Murmullos) 

——- La carpeta que fue entregada va a figurar en la versión taquigráfica. 
Agradecemos la colaboración de quienes nos visitan. 

(Se retira de Sala una delegación de la empresa Nordex S.A) 


(Ingresa a Sala una delegación de AFCASMU) 


——- La Comisión da la bienvenida a una delegación de la Asociación de Funcionarios del CASMU y de la 
Federación Uruguaya de la Salud, integrada por las señoras Cecilia Miller, Stella Ibáñez y Lilian Bogado y 


los señores Luis Laxalt y Víctor Rodríguez, de AFACASMU, y a la señora Ana Ferreira y a los señores Jorge 
Bermúdez y Rodrigo Ponce de León, de la FUS. 


La convocatoria se realizó a solicitud expresa de la Asociación para hacer un planteamiento acerca del 
conflicto por el que están atravesando. 


SEÑOR BERMÚDEZ.- Nos trae una situación de público conocimiento que, por supuesto, no escapa 
para nada al conocimiento de los señores Diputados con respecto al grave conflicto por el que atraviesa 
la institución de salud más grande del país, la mayor prestadora de servicios de salud, que es el 
CASMOU, con más de 240.000 afiliados. 


Luego de sucesivas crisis, nos encontramos en una situación muy delicada, con un pasivo que supera los 
US$ 90:000.000. Después los compañeros de AFCASMU van a complementar la información, con más 
claridad que yo, sobre la situación concreta de la institución. 


Estamos ante un conflicto que amenaza seriamente la posibilidad de seguir brindando servicios de asistencia 
de salud, con lo que ello conlleva para el orden y la tranquilidad de la población y el normal funcionamiento 
de un vasto sector de la sociedad uruguaya. Además, estamos hablando de la fuente laboral de cerca de siete 
mil trabajadores entre médicos y no médicos. Hay un importante atraso salarial, que se viene dando en forma 
reiterada. 


A nosotros, como integrantes de la Federación Uruguaya de la Salud y del Secretario Ejecutivo del PL.CNT 
donde ayer estuvimos discutiendo este problema nos mueve venir al Parlamento a plantear la necesidad de 
que haya una actuación de todos los actores sociales vinculados a la vida cotidiana del país que contribuya a 
la búsqueda de una solución a este conflicto. Con el transcurso de los días, lejos de entrar en una etapa de 
resoluciones, el conflicto se agudiza. Hay manifestaciones de todo tipo las manifestaciones pueden tomarse 
como manifestaciones y nada más, pero también hay acciones y actitudes concretas, con las que quienes 
dirigen la institución CASMU y su dueño el Sindicato Médico del Uruguay poco favor están haciendo para 
hallar una solución a este conflicto. 


Hay muchos factores en discusión, en tela de juicio. Creemos que detrás del conflicto del CASMU hay 
intereses económicos y políticos. Me refiero a intereses económicos que apuntan a mantener los privilegios 
que tiene un pequeño sector muy poderoso, que dirige la institución y que dirige el Sindicato Médico del 
Uruguay. 


Quienes están presentes han participado directamente o indirectamente en la discusión de la Ley de creación 
del Sistema Nacional Integrado de Salud y, por lo tanto, conocen planteamientos que hemos hecho los 
trabajadores con respecto a los males que aquejan a la salud en el Uruguay y cómo enfrentar algunos de ellos. 


En su momento, los trabajadores hablamos de lo que fue y es el peso del corporativismo de sectores 
empresariales que han tomado la medicina exclusivamente como un fin de lucro. Este es el caso del CASMU, 
particularmente. 


La Federación Uruguaya de la Salud, que, además, vela por 20.000 trabajadores afiliados en todo el país no 
está pidiendo la intervención del CASMU. Esto lo quiero dejar bien en claro porque se dijo mucha cosa con 
respecto a este tema. La Federación Uruguaya de la Salud plantea el alejamiento, por la vía de la renuncia, de 
los dirigentes de la institución CASMU y que la dirección la asuma un comité de emergencia. 


No hay dudas de que esta es una decisión crítica. Cuando una institución está en una situación crítica muchas 
veces evitamos hablar de emergencia o de crisis para que no haya una corrida de socios. En este caso no la 
hay, entre otras cosas, porque todavía sigue vigente el decreto que prohíbe el cambio de institución para 
quienes son afiliados a través del FONASA, que está siendo estudiado por el Gobierno. Si ello no se fuera 
así, me atrevería a decir no temerariamente que el CASMU estaría en una situación mucho más compleja 
porque la satisfacción por la atención del usuario deja mucho que desear, en función de las carencias que 
tiene la institución, producto de quienes la mal administran y dirigen mal. 


También quiero aclarar que la FUS y el PI ZCNT son partidarios de la libre opción del usuario. En este 
sentido, adelantamos nuestra opinión: creemos que la gente tiene derecho a optar por el cambio de 


institución. En un momento dado del país se utilizó este mecanismo que no tengo ningún problema en decirlo 
evitó el cierre de varias instituciones. Una de las cosas que reconocemos del Gobierno anterior es que hizo 
bien en utilizar ese mecanismo y aplicar ese decreto. Pero los tiempos han cambiado, nos parece que hay otra 
situación en el país y otra situación en el sistema de salud. 


También hemos señalado que no existe crisis en el sistema de salud del país, sistema que recién comenzó a 
andar a partir del 1” de enero de este año. En el Fondo Nacional de Salud ya hay 1:800.000 uruguayos y, 
además, el número de afiliados creció promedialmente un 17% en las instituciones en Montevideo y en el 
interior un 22%. 


Cuando los dirigentes del CASMU y del Sindicato Médico del Uruguay hablan de crisis del sistema de salud, 
en realidad quieren minimizar o lavar su propia crisis interna. Así se genera una situación de crisis a nivel 
colectivo, producto, entre otras cosas, de intereses económicos, buscando que alguien venga y ponga plata 
fresca como se dice arriba de la mesa para el salvataje del CASMU a fin de que el statu quo vigente en esa 
institución de salud desde hace muchos años, se mantenga tal cual está. Así como decimos que no estamos de 
acuerdo con la intervención, debemos afirmar que no estamos de acuerdo con esa medida. No creemos que el 
camino sea que el conjunto de la sociedad uruguaya ponga plata para mantener una situación como la que se 
ha mantenido hasta ahora. Si así fuera, varios emprendimientos productivos en el país los señores 
legisladores los conocen bien, también merecerían el mismo tratamiento. 


Por tanto, nos parece que aquí se debería ir desde la renuncia de toda la Junta Directiva del CASMU a un 
trabajo de fondo, de base. Los primeros que deben salir de la discusión son aquellos que hasta ahora han 
generado esta situación de crisis con su mala administración. 


Cuando hice referencia al FONASA y al Sistema Nacional Integrado de Salud, fue para decir específicamente 
que de los 400.000 niños que ingresaron a partir del 1? de enero a través del Fondo Nacional de Salud, el 
CASMU captó nada más que entre 3.000 y 4.000 afiliados. Ello fue producto de una pésima política de la 
institución. Por tanto, cuando señalamos que el CASMU y el Sindicato Médico del Uruguay hablan de una 
crisis generalizada, en realidad, es como aquel que grita permanentemente: "¡Lobo! ¡Lobo!", pero a 
Caperucita no se la está comiendo nadie. Para nosotros esta es la definición un poco de boliche de cuáles son 
los manejos de la Junta Directiva del CASMU y del Sindicato Médico del Uruguay. 


Por tanto, solicitamos la intervención del Parlamento en este sentido porque tememos que esta situación se 
siga saliendo de cauce. Pedimos a los señores Representantes aunar fuerzas, a fin de frenar y revertir esta 
situación que, de no mediar una solución, para la propia sociedad uruguaya sería un golpe muy duro por lo 
que significa esta institución, no solo por su historia sino también por la cantidad de personas que trabajan 
allí y de afiliados que atiende. 


SEÑOR LAXALT.- Las palabras del señor Bermúdez son un fiel reflejo de la situación actual del 
CASMU. 


Nosotros queremos plantear al Parlamento que se tome alguna medida o que participe en una solución, en 
una salida de este problema en el que se encuentra el CASMU. Sabemos que este es un tema reiterado para 
los legisladores pues nosotros hemos recorrido esta y otras Comisiones en otras oportunidades. 


A lo largo de todos estos años se han ido poniendo parches a la institución, que fueron ahondando cada vez 
más el endeudamiento de la empresa, privilegiando a quienes siempre estuvieron al frente de ella. 


Actualmente, su pasivo alcanza los US$ 95:000.000 o un poco más. Estamos hablando de la empresa más 
grande en la salud privada, que tiene 7.000 puestos de trabajo directos y 15.000 o 20.000 de mano de obra 
indirecta, y atiende a 240.000 personas. La institución ha llegado al límite. Todavía no le ha pagado a los 
trabajadores de salarios más bajos los de $ 11.000 nominales que, con los descuentos, llegan a $ 5.000 o 

$ 6.000, que hoy están yendo a trabajar en condiciones que no dan para más. Nosotros hemos advertido de 
esta situación a los Ministerios de Salud Pública, y de Trabajo y Seguridad Social, y hoy queremos 
transmitírsela a los señores legisladores. 


Queremos advertir de esta problemática porque, como decía el señor Bermúdez, hoy puede producirse un 
caos. Puede haber sanatorios con muchos pacientes y sin personal para atenderlos, ya que la mayoría de los 


compañeros que se encuentran en esta primera franja de salario son los que están afectados directamente la 
atención de los abonados. 


Creemos que como país, como ciudadanos, llegó el momento de corregir la situación del CASMU y no ceder 
frente a las presiones del corporativismo de algunos en el sentido de que ingrese más plata y que la situación 
siga como hasta ahora. 


Desde el año 2006 a la fecha la institución ha recibido préstamos o inyecciones de dinero por más de 

US$ 30:000.000 y no ha corregido absolutamente nada su situación. Por lo tanto, nos parece que la salida de 
esta situación debe pasar por un serio control de usuarios, de trabajadores y del Poder Ejecutivo. Ellos son los 
que pueden intervenir para encontrar una solución de fondo, definitiva que no terminen siendo los mismos 
parches como hasta ahora, y que esas inyecciones que permitirían evitar ese caos que puede llegar a 
producirse no terminen en el mismo lado, y que dentro de un año o dos estemos en la misma situación o en 
una un poco más agravada por existir una deuda y un problema aún mayor para el pueblo y para el país en su 
conjunto. 


SEÑORA BOGADO.- Primero que nada, me gustaría saber el nombre de los integrantes de esta 
Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Están presentes la compañera Ivonne Passada, los compañeros Jorge Pozzi y 
Juan José Bentancor y quien habla, Tabaré Hackenbruch. El compañero Pablo Iturralde tuvo que 
retirarse. 


SEÑORA BOGADO.- Como representante de los trabajadores, vengo a plantear que la situación de los 
compañeros es desesperante. Nosotros estamos reclamando que se nos pague por lo que trabajamos; 
nada más que eso. Que esta Comisión de Legislación del Trabajo haga cumplir las leyes vigentes yo no 
soy quién para decir cómo para que el CASMU cumpla con la parte que le corresponda. Nosotros 
cumplimos diariamente con la atención directa o indirecta al paciente y se nos está humillando 
ofreciéndonos $ 100 para ir a trabajar, mientras ellos piensan cuándo nos van a pagar. La situación de 
muchos compañeros es alarmante. 


Hace pocos días una compañera, cuando habíamos logrado mínimamente que el pago fuera antes del día 10, 
al llegar esa fecha y no hacerse efectivo, se quiso tirar debajo de un auto y cuatro o cinco compañeros 
trataron de evitar esa situación. No digo que esa fuera la única causa, pero fue la gota que colmó el vaso. 
Luego terminó en el sanatorio Etchepare. 


Apelamos a esta Comisión para que haga cumplir al CASMU con el pago en fecha y sin franjas, porque es un 
derecho de los trabajadores. 


SEÑORA PASSADA.- En primer lugar, quiero saludar a los trabajadores y trabajadoras de la FUS y 
de AFCASMU, que sabemos que también traen la palabra del PP-CNT. 


Tenemos conocimiento de la situación por la que atraviesa el CASMU. No es algo nuevo; es una situación 
que se viene arrastrando desde hace muchísimo tiempo. Algunos elementos que se han volcado aquí se 
pueden profundizar más y son lecturas que se pueden hacer. Creo que los uruguayos tenemos un gran 
problema: no vemos los problemas en forma integral. En este caso, el CASMU, AFCASMU, el Ministerio y 
la FUS ven la situación desde su punto de vista cuando, en realidad, debemos tener una mirada integral para 
buscar la solución. Creo que el primero que tiene que exigir calidad en el servicio que se le brinda es el 
usuario. Hoy tenemos ejemplos de usuarios y trabajadores representados en ASSE, con esa óptica de 
involucrarse en el servicio. 


Quizás esto lo conversemos luego que se retire la delegación, pero creo que se podría invitar a distintos 
actores para ver de qué manera se puede unificar el trabajo para la búsqueda de una salida. Si no, es como 
que cada uno se quiere llevar un pedacito de la torta. Capaz que buscamos un parche, pero demorando un 
poco más, quizás encontraríamos una solución que dure mucho más tiempo, si estamos todos involucrados. 
Descuento la voluntad de esta Comisión como ya lo ha hecho de buscar una salida a este problema, que hoy 
es de todos. 


Por último, quisiéramos conocer en qué situación se está, en qué ámbitos están discutiendo el tema y si se 
darán pasos en los próximos días. De esta forma podremos ver de qué manera articulamos nuestra actuación. 


SEÑORA MILLER.- Este tema que, como bien se dice, no es nuevo, es muy grave, porque estamos en 
cesación de pagos, y eso no solo involucra a los funcionarios. 


El pasado 16 de octubre solicitamos al Ministerio de Salud Pública la conformación de un ámbito 
multiministerial con integración de todos los actores gremiales vinculados a este problema y el lunes pasado 
tuvimos una reunión con el Presidente del Grupo 15, que es el grupo salud, porque el Director Nacional de 
Trabajo, por razones de público conocimiento, no pudo participar de la reunión. También estuvieron 
presentes representantes del Ministerio de Salud Pública, el señor Presidente del Sindicato Médico del 
Uruguay y sus asesores jurídicos, así como quien hasta ayer era la Gerenta General de la Institución en 
representación del CASMU, la FUS y AFCASMU. La Sociedad Anestésico Quirúrgica se excusó en esa 
instancia, pero se va a integrar también a ese ámbito de discusión. 


Allí quedaron claros dos o tres puntos que consensuamos todos los actores. En primer lugar, que había sido 
un elemento negativo para la situación la dimensión mediática del conflicto. Lo otro que acordamos fue la 
necesidad de tener claramente y por escrito la propuesta institucional de salida, ya que aún no la tenemos Por 
último, establecimos que había que priorizar el pago de salarios, porque si en cualquier ámbito esto es un 
problema para los trabajadores, en una institución como el CASMU, en la que este rubro representa el 58% 
de sus costos, lo es pues su principal recurso son los recursos humanos, que son los que garantizan brindar 
asistencia a ese cuarto millón de uruguayos afiliados. 


El Ministerio de trabajo y Seguridad Social se comprometió a realizar todas las gestiones que pudieran 
contribuir al más rápido cumplimiento del pago de salarios. Quedamos en que posiblemente mañana 
tengamos una nueva reunión, que no está agendada porque había que consultar al Director Nacional de 
Trabajo, que supongo que será con acuerdo de todas las partes y el CASMU tendrá que designar un 
interlocutor. 


Una de las mayores preocupaciones que tenemos como sindicato es que los responsables políticos de la 
institución no participen de este ámbito y que el mismo día que tenemos la primera entrevista con algún nivel 
de acuerdo entre todos los actores para por lo menos empezar a transitar, quien está a la cabeza de la 
institución es despedido y no haya quién lo sustituya. Más allá de quién sea la persona, ese es un signo 
sumamente preocupante sobre la gestión de cualquier empresa. Si en la mitad de la tormenta sacamos al 
timonel y no ponemos a nadie, resulta complicadísimo salir. De todas formas, AFCASMU decidió ayer en su 
Consejo Directivo que la viabilidad de la discusión de una salida de fondo dependía de que se cumpliera con 
el pago de los salarios más bajos y de que hubiera una fecha de pago para las otras dos franjas. Esto no tiene 
un sentido meramente reivindicativo; más allá de lo que implique para la sensibilidad de todos, es un hecho 
real: no se puede asumir la responsabilidad de cumplir con un trabajo, si no se tienen los medios económicos 
para asistir al mismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber cuánto es el monto que se abona por salarios en forma 
mensual; si se está al día con las partidas de dinero provenientes del FONASA; qué monto representa 
eso mensualmente; si se está al día con los proveedores y si hay algún sistema de tercerización de los 
servicios médicos en el que coincida que sus dueños, a su vez, sean médicos del Sindicato Médico. 


SEÑOR LAXALT.- El pago del FONASA está al día y se realiza entre el 25 y el 27 de cada mes. El gran 
problema en ese cobro es que la institución CASMU eligió el camino de ir cediendo parte de ese pago 
como garantía de préstamos y al día de hoy solo le queda alrededor del 24% del pago total del 
FONASA. O sea que el 76% de lo que le ingresa por el FONASA, que es la mayor cantidad de plata 
junta que ingresa a la institución, se le va en pagar créditos que ha solicitado; lo cedió como garantía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es el monto que ingresa mensualmente por el FONASA? 


SEÑOR LAXALT.- No hemos accedido a esa información, porque la institución no nos ha entregado 
los números totales con respecto a algunas cosas. 


En cuanto al salario, en la primera franja, la de los trabajadores que cobran de $ 0 a $ 11.000 nominales en la 
que se encuentra aproximadamente el 70% de la totalidad de los trabajadores no técnicos, hay 2.470 
funcionarios y el pago de salarios implica $ 24:000.000. En la segunda franja, que va de $ 11.001 a $ 25.000, 
hay 1.200 trabajadores y el monto de los salarios es $ 19:000.000. Y la tercera franja, que va de $ 25.001 al 
final, está integrada por 60 trabajadores y representa $ 1:800.000. Esto es salario no técnico. La plantilla de 
salario técnico no la tenemos, porque está dentro de ese paquete de información que la institución no nos ha 
brindado aún y que pedimos oficialmente en la Comisión al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Con respecto a si parte del empresariado médico tiene herramientas de trabajo dentro de la institución, debo 
decir que sí, que eso es así. En la mayoría de los sectores tercerizados afectados a médicos, estos son sus 
mismos dueños. Incluso, hay médicos que integran la Junta Directiva que tienen aparatos dentro de la 
institución, prestan servicios a los abonados tercerizadamente y cobran un salario como técnico y otras 
remuneraciones como clínicas o paraclínicas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Esta situación de déficit hace eclosión ahora o se arrastra desde algunos 
años atrás? ¿Desde cuándo viene aumentando el déficit entre ingresos y egresos? 


SEÑOR LAXALT.- Este déficit no es de ahora; esta situación económica se viene arrastrando desde 
hace décadas. En el año 2002, la institución ya tenía un pasivo de alrededor de US$ 70:000.000. En ese 
mismo año, hubo un préstamo del BID que muchos recordarán por más de US$ 20:000.000; en el 2004, 
hubo otros préstamos; de entonces al presente se ha recorrido sistemáticamente la vía de adquirir 
préstamos para hacer frente a la situación institucional, no solamente al pasivo financiero sino también 
al comercial. Hoy en día, tampoco están pagando a las empresas; hace un mes y medio que la 
institución retaceó todos sus gastos en cuanto a pagos y, como decía la compañera Miller, hay 
prácticamente una cesación de pagos sin declararse. La caja está abierta, pero en realidad no pagan a 
proveedores ni a los trabajadores. Nosotros, dentro de ese caos sanitario institucional que se puede 
generar, vemos que algunos proveedores se acercan a quejarse y dicen que no van a entregar insumos 
y, entonces, la institución resuelve pagar al que no le va a vender más si es algo que necesita, pero le 
compra mucho menos de lo necesario para funcionar y brindar una buena asistencia. 


SEÑOR POZZI.- ¿Cuál es la cantidad de personal? 
SEÑOR LAXALT.- Entre personal técnico y no técnico, hay 7.000 trabajadores. 


SEÑOR POZZI.- ¿Fuera de las franjas que ustedes mencionaron, cuántos trabajadores hay? 


SEÑOR LAXALT.- Los trabajadores no técnicos somos 3.500 y los técnicos, aproximadamente, 3.500 
también. Se da una paradoja que tiene que ver con lo que preguntó el señor Presidente: hay personas 
que tienen clínicas y duplican salarios. En la parte técnica, si bien hay 3.500 trabajadores, se pagan 
4.300 salarios médicos. En el 2006, ya habíamos denunciado ante esta Comisión que había duplicación 
y hasta triplicación de salarios. 


SEÑOR POZZI.- Voy a hacer una cuenta de bolichero. ¿Son 240.000 afiliados? ¿Podríamos calcular 
$ 1.000 por afiliado como promedio? 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es el monto de la cápita? 

(Diálogos) 

SEÑOR POZZI.- Quiere decir que el personal que no es técnico se lleva $ 44:000.000 de todo eso, ¿no? 
SEÑOR LAXALT.- Exacto. 


SEÑOR POZZI.- Para llegar al 58% que significa el costo salarial, los 3.500 restantes se tienen que 
estar llevando $ 76:000.000 o probablemente más. ¿Es así? 


SEÑOR LAXALT.- Sí. Con respecto a eso, no solo hay que tener en cuenta el salario sino las 
remuneraciones que cobran como clínicas tercerizadas. 


Si hacemos una cuenta de bolichero, a la institución le ingresan entre US$ 9:000.000 y US$ 10:000.000 
mensuales. En cuanto a lo que representa el pago de salarios, la cifra oficial que nos dio el Director del 
Ministerio de Salud Pública, economista Daniel Olesker, es el 58,5%; en comparación con la media del 
sistema en Montevideo, es la segunda mutualista que tiene el mayor costo por concepto de salarios. La 
institución, en este conflicto tan mediático, ha planteado que el 66% corresponde a la masa salarial, cuando 
eso realmente no es así, sino que es el 58,5%. El gran problema de la institución CASMU es que, debido a la 
mala gestión que ha llevado adelante durante todos estos años, han disminuido mucho sus ingresos. Como 
decía el compañero Bermúdez, mientras que el promedio de crecimiento de afiliados de todas las mutualistas 
durante la aplicación de la ley fue del 16%, el CASMU no llegó a crecer ni siquiera un 1%. Eso habla a las 
claras de una muy mala gestión comercial, que no le permitió crecer durante todos estos años. Esto, sumado a 
otra cantidad de malas prácticas en la gestión institucional, ha llevado a que sus ingresos se vean 
constantemente disminuidos y a que la masa salarial sea mayor, ya que debe mantenerse para la asistencia de 
sus abonados. 


Vamos a poner un ejemplo en este sentido. Sabemos que no es bueno ejemplificar, pero en este caso sirve 
para poner las cosas en claro. Cuando hace tres o cuatro años el CASMU tuvo problemas en el servicio de 
nefrología, tenía capacidad para atender entre cien y ciento veinte pacientes. Después de que cerró el centro e 
hizo las cosas mal los trabajadores lo denunciamos en los distintos ámbitos, atiende pacientes por menos de 
la mitad de su capacidad. A pesar de que cualquier centro de diálisis del país deja muy buenas ganancias 
estamos hablando de un tratamiento de alta tecnología, el CASMU es la única institución que tiene pérdidas. 


SEÑOR BERMÚDEZ.- Simplemente, quiero ejemplificar dos cosas más, siguiendo en la misma línea 
de razonamiento. 


El CASMU, en su dimensión, replica los principales males que aquejan a las instituciones de salud, 
problemas que esperamos se corrijan a partir de la entrada en vigencia del Sistema Nacional Integrado de 
Salud. Opiniones más o menos, hay una cifra: el 8% del total de personal ocupado en la salud privada percibe 
el 33% del total de la masa salarial. Eso también pasa en el CASMU. Cuando quienes dirigen la institución 
hablan de determinada proporcionalidad de la masa salarial, no deben olvidar que ese detalle existe; me 
refiero al reparto de la masa salarial en el total de sector de la salud privada. 


Básicamente, en ese 8% se encuentran quienes gerencian instituciones y las administran, un importe volcado 
a la publicidad y el marketing ahora esto se busca frenar a través de iniciativas complementarias de la ley que 
creó el Sistema Nacional Integrado de Salud, y algunos especialistas médicos, particularmente, los 
anestésico-quirúrgicos 


No hay que olvidar que a partir de 1992 existe el acto médico anestésico-quirúrgico, lo que ha generado un 
desfase muy importante en los ingresos, además de una discusión sobre sus características; esto podría tener 
otro contenido. 


También quiero hacer otro comentario para que se tenga en cuenta el papel que los trabajadores y algunas 
instituciones hemos jugado en este proceso. 


En el año 2001, durante el Ministerio del contador Fernández Ameglio primer Ministro de Salud Pública del 
Gobierno del doctor Batlle, llegamos a un acuerdo de soluciones para la crisis del sistema de salud mutual, 
que incluía cambios estructurales de fondo; pero, debido a la situación del país y a la falta de voluntad de 
quienes dirigían las instituciones, no se pudo poner en práctica. Muchas de esas reformas están recogidas en 
las medidas adoptadas a partir de la creación y puesta en práctica del Sistema Nacional Integrado de Salud, 
desde el 1* de enero de este año 


Con respecto a la posibilidad de cierre de instituciones, los trabajadores llegamos a un acuerdo en cuanto a la 
proporcionalidad de la toma de funcionarios y de afiliados. Eso permitió que de 2.000 puestos de trabajo no 
médicos perdidos se recuperaran 1.850. El resto está en una bolsa de trabajo que ahora estamos negociando 
en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; se trata de gente que está cercana a la jubilación pero que 
todavía no tiene la edad. 


Sin embargo, 2.500 trabajadores médicos quedaron sin empleo porque el Sindicato Médico del Uruguay no 
quiso firmar ese acuerdo. Esto lo digo porque a la hora de hacer la evaluación histórica, como la crisis del 
CASMU y demás tema sobre el que preguntaba el señor Presidente, se deben tener en cuenta las actitudes 
que ante estas situaciones hemos tomado los trabajadores y sus organizaciones representativas y las del 
Sindicato Médico del Uruguay, que es el dueño del CASMU); ese es su centro asistencial. 


Más allá de los momentos políticos, nosotros respetamos la coherencia; intentamos ser lo menos incoherentes 
posible. En determinados momentos de la vida política del país siempre manejamos un diferencial, que era el 
tema de las soluciones y los cambios estructurales. Por lo tanto, hoy seguimos en ese mismo camino y 
decimos: precisamos que los trabajadores cobren sus salarios y que los usuarios tengan una adecuada 
atención de salud en el CASMU); necesitamos medidas de fondo para el CASMU. 


Esa es la principal motivación que nos trae hoy aquí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría saber cuál es el monto en dólares que se gasta en todo el sistema 
de salud en el Uruguay privado, instituciones policitales, militares, la cantidad per cápita y su relación 
con el resto de los países, por lo menos de la región. 


SEÑOR BERMÚDEZ.- Uruguay gasta en salud cerca del 10% del PBL, aunque ahora se discute si es el 
10% o el 9%. Devaluación mediante, se gasta en salud alrededor de US$ 1.100:000.000; aclaro que 
estos son números gruesos. Somos de los países del mundo no solo de la región que tiene mayores 
gastos en salud. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Hay mediciones con respecto a la calidad de la prestación de los servicios? 


SEÑOR BERMÚDEZ.- El Sistema Nacional Integrado de Salud abarca tres aspectos. Uno de ellos es el 
financiamiento; el cambio más fuerte que se ha dado tiene que ver con el pago por cápita. Esto lleva a 
que haya una cápita promedio de $ 960, pero los niños y los adultos mayores valen más para las 
instituciones. Esto cambió la ecuación, la revirtió desde el punto de vista social. Antes ninguna 
mutualista quería a un adulto mayor. Sin embargo, hoy hay instituciones que dicen que como no todos 
los jubilados ingresaron al Sistema por ley se aprobó que ingresaran solo aquellos que percibían hasta 
2,5 Bases de Prestaciones están perdiendo una serie de recursos que necesitan. O sea que antes echaban 
a los viejos, ahora los vienen a buscar y dicen que esa es una de las causas de su desfinanciamiento. 
Esto lo dice, por ejemplo, el CASMU. Por eso contesto la pregunta con este ejemplo. 


El segundo aspecto es el cambio del modelo de atención. La medición sobre la satisfacción en la atención 
hace al cambio de modelo, que tiene que basarse en la atención primaria y la prevención de la enfermedad. 
Pero esto no sucederá hasta que no lleguemos al cambio de modelo. Para la Federación Uruguaya de la Salud 
todavía no se ha llegado a eso, primero por el poco tiempo que ha transcurrido y, también, por las resistencias 
culturales que existen, tanto de parte de los pacientes como nos animamos a decirlo de los propios técnicos. 
Creemos que acá es necesaria una discusión de fondo. La Facultad de Medicina debe participar en la 
discusión acerca de cuáles son los cambios en el modelo de atención y del papel de los actores; me refiero, 
por ejemplo, a la educación continua de los médicos. No soy médico; así que seguramente estos se enojarán 
mucho conmigo por decir esto, pero estoy acostumbrado. Creemos que este aspecto es fundamental. 


Con respecto a las mediciones de la satisfacción, entendemos que debe haber una correspondencia entre lo 
que se gasta, la atención que se brinda y el grado de satisfacción del usuario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un problema de las prestaciones. 


SEÑOR BERMÚDEZ.- El tema es que esos tres círculos se van a poder tocar en la medida en que el 
proceso avance, se desarrolle, y en la medida en que, con respecto a ese 6% del total de la masa 
salarial, se entienda que de una u otra manera debe haber un cambio. 


Por eso decía al comienzo de mi intervención que en el CASMU se tiene que ir toda la Dirección porque 
claramente no lo entendieron ahora, el año pasado o el anterior; no lo entendieron cuando no había Sistema 
Nacional Integrado de Salud ni ahora. Seguramente, si pasamos a otra etapa superior, con un sistema mejor, 


tampoco lo entenderían. Esa cuestión de los privilegios corporativos por encima del interés general es lo que 
en otras áreas y en esta en particular le hace muy mal a la sociedad uruguaya. En ese camino es donde 
estamos nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Es condición sine qua non para ustedes la renuncia de la Directiva a fin de 
alcanzar un acuerdo, o se podría arribar a un acuerdo con esta Directiva? 


SEÑORA MILLER.- Lo que es condición para nosotros es que exista alguna Comisión de control y de 
contralor que garantizara el proceso. 


SEÑOR BERMÚDEZ.- Como Federación Uruguaya de la Salud compartimos la posición de 
AFCASMU en ese sentido. 


Si bien manifestamos al comienzo cuál era nuestra posición, no tenemos ningún tipo de contradicción en ese 
sentido. Si AFCASMU entiende que se puede llegar a una solución de fondo mientras exista un mecanismo 
de control, un ente testigo, etcétera, eso nos parece clave y apoyamos absolutamente el planteo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No era la intención buscar algún tipo de contradicción, sino que lo dijimos a 
fin de ver los pasos a seguir como Comisión. 


Quiero aclararles que la Comisión va a seguir trabajando en el tema. Generalmente, nuestra posición es que 
mientras se exista la negociación a nivel del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social podemos hacer 
gestiones de buena voluntad, pero no desarrollar una participación directa. Por lo tanto, vamos a estar en 
contacto para saber cómo avanzan las negociaciones en el Ministerio. Les aclaro que vuestra presencia hoy 
aquí no va a caer en la inacción. 


SEÑOR LAXALT.- Queremos darles las gracias y agradecemos toda acción para tratar de encontrar 
una salida a esta situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los invitados. 


(Se retira de Sala la delegación de la Federación Uruguaya de la Salud) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


